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Referencia: Ponencia para segundo debate al proyecto ley No. 248 de 2011 Senado “por la cual se expide el régimen para los jueces de paz”

Con el fin de dar cumplimiento a las previsiones de la Ley 5 de 1992, rendimos informe de ponencia para segundo debate al proyecto de ley de la referencia, en los siguientes términos:

El proyecto de ley 248 de 2011 Senado, publicado en la Gaceta 159 de 2011, fue presentado por el Gobierno Nacional, por intermedio del entonces Ministro del Interior y de Justicia, Dr. German Vargas Lleras, con el objeto de superar las debilidades y vacíos que presenta la legislación de los Jueces de Paz, y de esa forma, lograr que dicha institución se adecué a las necesidades del Estado y la comunidad.
Como sustento de lo anterior, puso a consideración de los ponentes y de la comisión primera las “Principales dificultades de la ley actual”:

La Ley 497 de 1999, a lo largo de estos doce (12) años no ha generado, en la Jurisdicción Especial de Paz, una verdadera alternativa, sólida y confiable de resolución de conflictos comunitarios.

En efecto, actualmente no se cuenta con datos, indicadores y estadísticas oficiales lo suficientemente confiables y técnicamente comprobadas, que justifiquen la inversión presupuestal que se ha hecho en esta jurisdicción.

Así mismo, respecto de las responsabilidades institucionales para administrar la figura, sólo establece una serie de actuaciones entre la rama judicial y la rama ejecutiva, haciendo imposible la sinergia necesaria para sacar la figura de los Jueces de Paz adelante. Entrega la responsabilidad de impulsar la figura a las autoridades municipales, los personeros y concejos municipales y distritales, generándose crecimiento desordenado, sin responsabilidades concretas, ni articulación alguna con el nivel nacional.

El hecho de que los Jueces de Paz sean elegidos mediante elección popular ha generado ingentes gastos para el fisco y equiparación de la figura con cargos de responsabilidad política.
Otra de las principales falencias de la legislación actual, el cobro de aranceles judiciales, costas y expensas, éstas recaudaciones, autorizadas por Acuerdos del Consejo Superior de la Judicatura, han sido aprovechados inescrupulosamente por algunos operadores de la justicia en equidad para hacerse a emolumentos no autorizados.

Con este antecedente, se puede observar en la gaceta 252 de 2011, que los honorables ponentes del proyecto, expresaron en la primera ponencia al proyecto de referencia, las siguientes consideraciones:

El proyecto original puesto en consideración consta de 38 artículos, de los cuales, 11 artículos corresponden textualmente a los que actualmente existen en la Ley 497 de 1999 (1, 2, 3, 4, 5, 7, 8, 20, 22, 24 y 25).

Las modificaciones propuestas, tratan principalmente, respecto de:

1- Gratuidad y los costos de la justicia de paz, de forma que limita los cobros que pueden ser establecidos por el Consejo Superior de la Judicatura.

2- Requisitos, impedimentos, elección, posesión, remuneración, y tiempo para desempeñar el cargo.
3- Supresión de los jueces de reconsideración que actuaban como segunda instancia.

4- Actuación disciplinaria de conformidad con el Código Único Disciplinario.

Sobre la justicia de paz la ponencia para primer debate manifestó qué:
La Asamblea Nacional Constituyente
, dejó una gran libertad de configuración a cargo del poder legislativo, en razón a que, solamente señaló que los Jueces de Paz debían tener las siguientes características esenciales: origen popular, elección popular, respetabilidad dentro de la comunidad, fallos en equidad sin formulismos institucionales preestablecidos, y sus decisiones deben ser cumplidas, aún coercitivamente; y lo demás debía ser regulado por la ley.

Por tanto el artículo 247 de la Constitución Política, dispone: “La ley podrá crear Jueces de Paz encargados de resolver en equidad conflictos individuales y comunitarios. También podrá ordenar que se elijan por votación popular.”

El primer desarrollo de esta norma constitucional, ocurrió mediante el Decreto Ley 2700 de 1991, por el cual se disponía que los Jueces de Paz conocerían de los asuntos que constituían contravenciones. Sin embargo, tales nociones fueron demandadas ante la Corte Constitucional, y si bien dejaron de existir, por su inconstitucional, permitieron una primera concepción a tomar en cuenta:
“La institución de los Jueces de Paz se inscribe dentro del concepto de democracia participativa, al permitir la intervención del ciudadano en el cumplimiento de funciones del Estado, como lo es, en este caso, la judicial. Por otra parte, esta institución guarda también relación con algunos de los deberes que la Constitución consagra a cargo de la persona y del ciudadano, concretamente los de “propender al logro y mantenimiento de la paz” (Art. y 95-6 C.P.) y el de “colaborar para el buen funcionamiento de la administración de justicia” (Art. 95-7 C.P.). 

A través de la equidad, entonces, se pretende también administrar justicia pero, por mandato constitucional, en aquellos eventos de menor importancia en que el rigor de la ley no resulta aplicable o no prevé una situación específica. No se busca, por ende, reemplazar las funciones del aparato estatal encargado de dirimir en derecho los conflictos existentes sino, por el contrario, complementarlo.

Los conflictos que debe resolver el Juez de Paz son individuales o comunitarios. Se trata, en últimas, que personas que en principio no cuentan con una formación jurídica, pero que son reconocidas dentro de la comunidad a la que pertenecen por su capacidad, su ecuanimidad y su sentido de la justicia, puedan ocuparse de asuntos que por su sencillez no ameriten el estudio por parte de la rama judicial, ni supongan un conocimiento exhaustivo del derecho.”

Con posterioridad, esta Honorable Corporación desarrolló la figura: 1- En la Ley 270 de 1996, estatutaria de la administración de justicia, donde se estableció que la justicia de paz constituía parte de la Rama Judicial del Poder Público; y,  2- En la Ley 497 de 1999, que en 38 artículos, organizó un esquema normativo que la Corte Constitucional, entendió de la siguiente manera:
“De esta forma, el legislador entendió que el papel de los Jueces de Paz no se circunscribe a ser simples operadores judiciales  que apoyan la descongestión de los despachos judiciales, sino principalmente facilitadotes de procesos de aprendizaje comunitario, porque lo más importante de esta jurisdicción es la posibilidad que ella brinda para que las comunidades construyan en forma participativa unos ideales de lo justo, y desarrollen también en forma integrada y armónica habilidades de resolución pacífica de conflictos, a partir del interés que suscitan los problemas sociales cotidianos. 

Fiel a esta tendencia, la Ley 497 de 1999 (arts. 1 a 10) incorporó los siguientes principios generales sobre la jurisdicción de paz: i) está orientada a lograr la solución integral y pacífica de los conflictos comunitarios o particulares; ii) sus decisiones deberán ser en equidad, conforme a los criterios de justicia propios de la comunidad; iii) la administración de justicia de paz debe cumplir con la finalidad de promover la convivencia pacífica en las comunidades de todo el territorio nacional; iv)&$ todas sus actuaciones serán verbales, salvo las excepciones señaladas en dicha ley; v) es independiente y autónoma con el único límite de la Constitución; vi) será gratuita y su funcionamiento estará a cargo del Estado, sin perjuicio de las expensas o costas que señale el Consejo Superior de la Judicatura; vii) es obligación de los Jueces de Paz respetar y garantizar los derechos, no sólo de quienes intervienen directamente en el proceso, sino de todos aquellos que se afecten con él; viii) su objeto es lograr el tratamiento integral y pacífico de los conflictos comunitarios o particulares que voluntariamente se sometan a su conocimiento; ix) conocerán de los conflictos que las personas o la comunidad, en forma voluntaria y de común acuerdo, sometan a su conocimiento, que versen sobre asuntos susceptibles de transacción, conciliación o desistimiento y que no sean sujetos a solemnidades de acuerdo con la ley, en cuantía no superior a los cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes; x) no tienen competencia para conocer de las acciones constitucionales y contencioso-administrativas, ni de las acciones civiles que versen sobre la capacidad y el estado civil de las personas, salvo el reconocimiento voluntario de hijos extra matrimoniales.”

De manera que, la Ley 497 de 1999 intentó dar cabal cumplimiento a los requisitos previstos desde su concepción, es decir, que fuera de origen popular, elegido popularmente, con respetabilidad por parte de la comunidad, y que sus fallos fueran en equidad sin formulismos institucionales preestablecidos, y además pudieran ser cumplidos, aún coercitivamente.

De conformidad con la información que posee la Unidad del Registro Nacional de Abogados
, el panorama a 31 de marzo de 2011, es el siguiente: 

	JUECES DE PAZ

	DEPARTAMENTO
	ACTIVOS
	INACTIVOS
	REMOVIDOS DEL CARGO

	ANTIOQUIA
	1
	9
	 

	ATLANTICO
	0
	19
	 

	BOGOTA
	81
	41
	9

	CALDAS
	0
	0
	1

	CASANARE
	30
	 
	 

	CUNDINAMARCA
	13
	 
	 

	HUILA
	20
	12
	 

	META
	1
	6
	 

	QUINDIO
	21
	5
	1

	RISARALDA
	18
	65
	5

	SANTANDER
	2
	1
	 

	TOLIMA
	10
	 
	1

	VALLE
	136
	51
	1

	Total
	333
	209
	18


No obstante lo anterior, el Consejo Superior de la Judicatura, allegó al Ministerio del Interior y de Justicia un cuadro que difiere de los datos transcritos, por lo que de un lado se evidencia la desorganización que hoy existe, y por otro lado, se verifica la poca eficiencia institucional de la jurisdicción de paz.
Presencia de la Justicia de Paz en Colombia

	 
	 
	 
	JUECES DE PAZ

	No.
	DEPARTAMENTO
	NOMBRE
	Municipios
	Total
Municipio
	Total Departamento

	1
	ANTIOQUIA
	CARMEN DE VIBORAL 
	4
	9
	9

	2
	
	MARINILLA
	
	0
	

	3
	
	MEDELLIN 
	
	0
	

	4
	
	RIONEGRO
	
	0
	

	5
	ATLÁNTICO
	BARRANQUILLA
	1
	0
	0

	6
	BOYACA
	MIRAFLORES
	1
	8
	8

	7
	CALDAS
	MANIZALES
	1
	19
	19

	8
	CASANARE
	AGUAZUL
	13
	4
	203

	9
	
	PAZ DE ARIPORO
	
	12
	

	10
	
	HATO COROZAL
	
	27
	

	11
	
	MANI
	
	5
	

	12
	
	NUNCHIA
	
	38
	

	13
	
	RECETOR
	
	10
	

	14
	
	SABANALARGA
	
	11
	

	15
	
	TAURAMENA
	
	11
	

	16
	
	VILLANUEVA
	
	0
	

	17
	
	SAN LUIS DE PALENQUE
	
	19
	

	18
	
	TAMARA
	
	10
	

	19
	
	MIRAFLORES
	
	7
	

	20
	
	YOPAL
	
	49
	

	21
	CUNDINAMARCA
	BOGOTA
	7
	134
	165

	22
	
	CAJICA
	
	7
	

	23
	
	CHIA
	
	7
	

	24
	
	CHOCONTÁ
	
	7
	

	25
	
	EL COLEGIO
	
	4
	

	26
	
	MADRID
	
	2
	

	27
	
	SOACHA
	
	4
	

	28
	HUILA
	NEIVA
	2
	27
	33

	29
	
	SAN AGUSTIN
	
	6
	

	30
	META
	SAN JUANITO
	2
	0
	47

	31
	
	VILLAVICENCIO
	
	47
	

	32
	QUINDIO
	ARMENIA
	9
	26
	43

	33
	
	BUENAVISTA
	
	2
	

	34
	
	MONTENEGRO
	
	0
	

	35
	
	CIRCASIA
	
	5
	

	36
	
	LA TEBAIDA
	
	4
	

	 
	  JUECES DE PAZ

	No.
	DEPARTAMENTO
	NOMBRE
	Municipios
	Total
Municipio
	Total Departamento

	37
	
	FILANDIA
	
	4
	

	38
	
	SALENTO
	
	0
	

	39
	
	PIJAO
	
	2
	

	40
	
	CALARCA
	
	0
	

	41
	RISARALDA
	APIA
	10
	10
	213

	42
	
	BELÉN DE UMBRÍA
	
	4
	

	43
	
	DOS QUEBRADAS
	
	58
	

	44
	
	GUATICA
	
	6
	

	45
	
	LA CELIA
	
	3
	

	46
	
	MARSELLA
	
	10
	

	47
	
	PEREIRA
	
	83
	

	48
	
	PUEBLO RICO
	
	4
	

	49
	
	SANTA ROSA DE CABAL
	
	29
	

	50
	
	SANTUARIO
	
	6
	

	51
	SANTANDER
	FLORIDA BLANCA
	2
	3
	7

	52
	
	PIE DE CUESTA
	
	4
	

	53
	TOLIMA
	IBAGUE
	1
	24
	24

	54
	VALLE
	BUENAVENTURA
	20
	30
	392

	55
	
	BUGA
	
	8
	

	56
	
	CALI
	
	143
	

	57
	
	CANDELARIA
	
	15
	

	58
	
	FLORIDA
	
	9
	

	59
	
	GINEBRA
	
	0
	

	60
	
	JAMUNDI
	
	9
	

	61
	
	LA UNIÓN
	
	0
	

	62
	
	LA VICTORIA
	
	11
	

	63
	
	OBANDO
	
	11
	

	64
	
	PALMIRA
	
	71
	

	65
	
	PRADERA
	
	6
	

	66
	
	RESTREPO
	
	8
	

	67
	
	RIOFRIO
	
	10
	

	68
	
	SEVILLA
	
	0
	

	69
	
	TRUJILLO
	
	0
	

	70
	
	TULUA
	
	43
	

	71
	
	VERSALLES
	
	0
	

	72
	
	YOCOTO
	
	0
	

	73
	
	YUMBO
	
	18
	

	TOTAL
	73
	-
	1163


Fuente: Reporte del Consejo Superior de la Judicatura al Ministerio del Interior y de Justicia. Abril de 2011.

Igualmente la ponencia para primer debate realizó una breve sinopsis sobre los jueces de paz a nivel internacional, mostrando los principales lineamientos de Argentina, Paraguay, Uruguay, Ecuador, Venezuela, Perú, y México, información con la que concluyó, qué: la elección de los jueces se encuentra en varios extremos, en cabeza del pueblo, de la rama judicial, del ejecutivo, o incluso de forma compartida; el periodo por el cual se ejerce la función va desde los 3 años hasta un término indefinido que depende de la buena conducta; las edades mínimas para acceder al cargo, van desde los 22 hasta los 30 años de edad; en la mayoría de los casos, existen los prerrequisitos de ser nacional y permanecer un periodo de tiempo dentro la entidad territorial en la cual se aspira ejercer el cargo, de 2 a 5 años; existen Jueces de Paz que necesitan requisitos educativos mínimos, otros que requieren profesión y/o experiencia en el ejercicio de la misma, e incluso superar pruebas de conocimiento; finalmente, es usual que el Estado les pague una remuneración.
Haciendo un símil, con la normatividad que nuestro país maneja hasta hoy, tenemos que la elección la realiza el pueblo; el periodo por el cual se ejerce la función es de 5 años; la edad mínima para acceder al cargo es 18 años (la más baja de las mencionadas); son prerrequisitos ser nacional, permanecer 1 año en la comunidad respectiva en la que se participa; no se exige nivel de conocimiento alguno, sino de respetabilidad social; y, el cargo es ad honorem, puesto que no recibe ningún tipo de remuneración. 

Con estos antecedentes la ponencia para primer debate modificó la redacción de los artículos 5, 9, 10, 18, 20, 23, 26, 29, 30, y 38. Ajustando además, el contenido normativo así: el artículo 6 se dividió en 2; se constituyó un artículo nuevo escindido del 13, denominado Distribución Geográfica; se ajustaron la naturaleza y requisitos para ser juez de paz, de forma que la elección continuara siendo democrática, y subsidiariamente por concurso; se estatuyó un artículo nuevo sobre la vacancia del cargo; se eliminó la remuneración de los jueces de paz, estableciendo sin embargo la creación de programas de estimulas e incentivos; se modificó la forma de seguimiento de la figura, permitiendo que el Consejo Superior de la Judicatura la delegue en los jueces municipales; así como se ordenó la capacitación cuando menos cada seis meses.
En los términos de referidos, la ponencia fue considerada por la Comisión Primera el 24 de mayo de 2011, tal como puede observarse en la Gaceta 490 de 2011, y aprobada por el voto unánime de los 12 Honorables Senadores presentes. Así mismo, se expresó la necesidad de abrir las puertas del proyecto a la ciudadanía y por tanto realizar foros que permitieran conocer de primera mano los problemas de la justicia de paz, así como la concepción que de la misma se tiene.
El primer foro se realizó en la Ciudad de Pereira el 29 de agosto de 2011, en el Auditorio de la Universidad Libre Seccional Pereira, Facultad de Derecho, contó con la presencia de 78 Jueces de Paz, que concurrieron como representantes de las distintas colectividades de: Apia, Armenia, Belén de Umbría, Bogotá, Buga, Cali, Casanare, Dos Quebradas, La Virginia, Marsella, Medellín, Pereira, Quinchía, Santa Rosa de Cabal, Soacha, Tuluá y Yopal; algunos estudiantes de la Facultad de Derecho de la Universidad anfitriona; y el H.S. Carlos Enrique Soto Jaramillo, el Viceministro de Justicia, Dr. Pablo Felipe Robledo, la Rectora de la Universidad Libre de Pereira, Dra. María Atehortúa Rada, el Decano (E) de la Facultad de Derecho de la Universidad Libre Seccional Pereira, Dr. Edgar Augusto Arana Montoya, el Presidente de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, Dr.  Jaime Robledo Toro; la Directora de Acceso a la Administración de Justicia del Ministerio de Justicia y del Derecho, Dra. Alba lucia Rivera, el Coordinador académico del programa de formación de la jurisdicción especial de paz, ESCUJU "Rodrigo Lara Bonilla" Dr. Diego Gerardo Bolívar, y los Asesores Mario Córdoba Ordóñez, Diana Rosa Ahumada y Johann Wolfgang Patiño Cárdenas.
Como relatoría del evento, se presenta la siguiente sinopsis:

En el evento se hicieron las siguientes disertaciones:

El H.S. Carlos Enrique Soto Jaramillo dio inicio al foro con comentarios generales sobre la justicia de paz. 

Además, en el transcurso del foro, estableció que resultaba oportuno que los jueces de paz pudieran convocar a la contraparte del solicitante y que sea el Gobierno Nacional quien responda por la efectiva implementación de la justicia de paz. Igualmente, confirmó que se realizarían dos foros más, uno en el valle del cauca, y el otro en la ciudad de Bogotá.

La Dra. María Atehortúa Rada abrió el espacio con un saludo de recibimiento y comentarios generales sobre la Justicia de Paz, y dejó como mensaje general, que sin ésta, la cohesión social no puede ser alcanzada.

El Dr. Edgar Augusto Arana, realizó una Holística de la Justicia de Asamblea, fase histórica de la Justicia de Paz.

Julián Aristizabal Ramírez, Juez de paz de Santa Rosa, hizo uso de la palabra para hablar de los Principios de justicia de paz, y expresó lo siguiente:

El artículo 6 debe ser adicionado en el primer párrafo diciendo que: “y su funcionamiento estará a cargo del Estado”. En segunda instancia, pidió que se considere suprimir el numeral f, por cuanto considera que la solución al problema que se presenta cuando las partes no pagan los gastos ocasionados en el proceso, no puede consistir en remitir el asunto a la jurisdicción ordinaria.

Por último criticó que el artículo 7 del proyecto establezca como única sanción la perdida de la investidura.

Hugo Alejandro Téllez, Juez de paz de Armenia, hizo uso de la palabra para hablar de Objeto, jurisdicción y competencia del juez de paz, y expresó lo siguiente:

Los jueces de paz son particulares que son elegidos mediante el voto, razón por la cual no deberían depender del Consejo Superior de la judicatura.

Siendo que en el país existe falta de un verdadero acceso a la justicia, debe disponerse que en cada municipio de primera y segunda categoría, se organicen comunas con no menos de 10.000 habitantes, y en las de categoría tercera y cuarta , con no menos de 5.000, para que en cada una de ellas exista un juez de paz.

El juez de paz es competente para conocer de los asuntos que le ponen a consideración las partes, por tanto la Competencia territorial, no debe ser limitada al lugar en el que residen las partes y al de donde ocurran los hechos, sino ha de ser ilimitada, para atender cualquier situación en el territorio nacional.

Sandra Milena Osorio, Juez de paz de Armenia, hizo uso de la palabra para hablar de la Naturaleza, requisitos y elección de los jueces de paz, y expresó lo siguiente:

No debe modificarse la elección democrática por votación popular, ni imponer como requisito el de contar con 25 años de edad, porque los jóvenes tienen derecho a participar.

Carlos Enrique Fajardo, Juez de paz de Pereira, hizo uso de la palabra para hablar de Inhabilidades e Incompatibilidades de los jueces de paz, y expresó lo siguiente:

Dejó en claro que los artículos 19, 20 y 21 del proyecto no son las únicas inhabilidades e incompatibilidades que padece el juez de paz, ya que el Consejo Superior de la Judicatura también aplica las descritas en el artículo 151 de la Ley 270 de 1996:

ARTÍCULO 151. INCOMPATIBILIDADES PARA EJERCER CARGOS EN LA RAMA JUDICIAL. Además de las provisiones de la Constitución Política, el ejercicio de cargos en la Rama Judicial es incompatible con: 

1. El desempeño de cualquier otro cargo retribuido, o de elección popular o representación política; los de árbitro, conciliador o amigable componedor, salvo que cumpla estas funciones en razón de su cargo; de albacea, curador dativo y, en general, los de auxiliar de la justicia. 

2. La condición de miembro activo de la fuerza pública. 

3. La calidad de comerciante y el ejercicio de funciones de dirección o fiscalización en sociedades, salvo las excepciones legales. 

4. La gestión profesional de negocios y el ejercicio de la abogacía o de cualquier otra profesión u oficio. 

5. El desempeño de ministerio en cualquier culto religioso. 

PARÁGRAFO 1o. Estas prohibiciones se extienden a quienes se hallen en uso de licencia. 

PARÁGRAFO 2o. Los funcionarios y empleados de la Rama Judicial podrán ejercer la docencia universitaria en materias jurídicas hasta por cinco horas semanales siempre que no se perjudique el normal funcionamiento del despacho judicial. Igualmente, con las mismas limitaciones, puede realizar labor de investigación jurídica e intervenir a título personal en congresos y conferencias. 

PARÁGRAFO 3o. Las inhabilidades e incompatibilidades comprendidas en los artículos 150 y 151 se aplicarán a los actuales funcionarios y empleados de la Rama Judicial.

Wilmer Quinceno Triana, Juez de paz de Dos Quebradas, hizo uso de la palabra para hablar de la remuneración y capacitación de los jueces de paz, y expresó lo siguiente:

Propone que los jueces puedan cobrar lo que consideren pertinente, cuando la cuantía de la acción supere los 3 smlmv, ya que debe tomarse en consideración que la jurisdicción de paz, solo en Pereira ha resuelto 34.550 procesos cuyo costo unitario para el estado asciende a 11.000.000 millones de pesos. 

Solicita que se especifique que tipo de estímulos son los que dispone el artículo 23 del proyecto, y para el efecto, propone que se establezcan becas educativas para el juez de paz, y sus familiares hasta el segundo grado de consanguinidad y primero de afinidad, así como el pago de la seguridad social.

Que como mínimo el juez de paz sea capacitado cada 3 meses.

Mario Antonio Agudelo, Juez de paz de Pereira, hizo uso de la palabra para hablar del procedimiento ante la justicia de paz, y expresó lo siguiente:

El Artículo 27 del proyecto, establece que las partes deberán tener un mutuo acuerdo para solicitar la intervención del juez de paz, lo cual en realidad, nunca va a pasar, por cuanto están enfrentadas por un conflicto. En ese sentido debe darse la opción que la parte interesada concurra e inicie la actividad, y el juez pueda solicitar a la contraparte su asistencia, con el animo de conciliar.

Eisenhower D"Janon Zapata, Juez de paz de Pereira, hizo uso de la palabra para hablar del Control Disciplinario de los jueces de paz, y expresó lo siguiente:

Los Jueces de Paz del departamento de Risaralda durante los años 2007, 2008, 2009, 2010 y primer semestre del 2011, han resuelto en total 34.550 casos, discriminados por asuntos, así:

	                                     
	
	
	
	
	

	ASUNTO
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	TOTAL

	ARRENDAMIENTOS
	3281
	3784
	3931
	4210
	2214
	17420

	INCUMPL. PAGO.NEGOC.CONTRA
	1622
	1921
	2084
	2434
	1338
	9399

	ACCIDENTE DE TRANSITO
	215
	272
	298
	318
	180
	1283

	HUMEDADES
	359
	435
	455
	492
	261
	2002

	CONVIVENCIA FAMILIAR
	316
	378
	399
	425
	242
	1760

	CONVIVENCIA COMUNITARIA
	136
	175
	192
	203
	139
	845

	CUOTA ALIMENTOS
	108
	152
	131
	179
	81
	651

	REPARTICION BIENES
	52
	71
	69
	86
	56
	334

	DAÑO EN BIEN AJENO
	54
	83
	79
	92
	60
	368

	LINDEROS
	45
	69
	71
	77
	53
	315

	LABORAL
	14
	32
	24
	33
	25
	128

	HURTO SIMPLE
	1
	9
	12
	14
	9
	45

	TOTAL
	6203
	7381
	7745
	8563
	4658
	34550


Por tanto es un programa por el que vale apostar.

El programa de los jueces de paz, no debe someterse a que este prevista en el plan de desarrollo, por cuanto eso significa dejarlo a la voluntad de los mandatarios de turno.

El juzgamiento de los jueces de paz, debe ser realizado por un par suyo, no por el Consejo Superior de la Judicatura (Artículo 37 del Proyecto). Debe replantearse que la única sanción sea la de remoción del cargo, en ese sentido se debe atender a criterios como si la falta fue grave, leve o dolosa, y limitarse a máximo 5 años.

Igualmente, debe retirarse del proyecto la posibilidad de que le cobren al juez de paz, sanciones como la multa, por cuanto el servicio se presta sin remuneración alguna.

Juan Diego Gil, Juez de paz de Medellín, solicitó el uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

Siendo que la constitución estableció la creación de los jueces de paz, sin imponer un tiempo de salida, existen en Colombia un periodo constitucional para ser juez de paz. En este sentido existen en Medellín muchas personas que han ejercido como jueces de paz, después de los 5 años, y se encuentran temerosos de que resulte aplicable lo dispuesto en el artículo “386” (en realidad 425) del Código Penal, sobre usurpación de las funciones públicas.

La reglamentación de los costos procesales del procedimiento, no deberían estar en la ley, porque el consejo superior de la judicatura tiene vigente el Acuerdo 4978 y allí se han dispuesto los emolumentos que deben ser cancelados.

Pareciera que la ley por sospecha desconfiara de la buena fe de los jueces de paz.

Marco Suárez, Juez de paz de Bogotá, solicitó el uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

Solicitó que se precisen los factores que serán tomados en consideración para fijar los incentivos de los jueces de paz. Además, pide que no sea prerrequisito ser conciliador en equidad para ser juez de paz.

Fernando Platón Baltán, Juez de paz de Cali, solicitó el uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

Las sentencias del juez de paz, no deberían ser conocidas mediante acciones de tutela.

Es necesario que se destine un porcentaje específico para el mantenimiento de la justicia de paz, porque sin dinero no hay jueces de paz, ni autonomía, sino sometimiento.

José Manuel Rodríguez, Juez de paz de Tulúa, solicitó el uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

Solicitó que se le diera un verdadero reconocimiento a la justicia especial de paz, porque se encuentran abandonados, ya que no cuentan con recursos ni capacitación. Pregunta que como puede decirse que la justicia de paz no funciona bien, si el estado nunca se ha interesado en que funcione.

Carlos Casas, Juez de paz de Casanare, solicitó el uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

El juez de paz, debe salir elegido por el pueblo, porque existe la soberanía popular. Solicitó que se le de reconocimiento al juez de paz, con salud, educación y recreación. En tanto que no existe remuneración. Razón de más para que el artículo 23 no diga que podrán sino deberán.

Como el trámite de la justicia de paz, inicia con la voluntad de las partes, no puede ser sometido a la acción de tutela. 

El Dr. Diego Bolívar hizo uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

En su criterio, la reforma a la administración de justicia realmente se encuentra depositada en el proyecto de ley de los jueces de paz.

No obstante, advierte que no implica una verdadera descongestión de la justicia ordinaria, en tanto que a la justicia de paz, solamente llegan las causas que no se promueven allí.

Es necesario que se realice una verdadera difusión de la justicia de paz, porque muy pocas personas la conocen. Así como fortalecer su financiación y control, pues a la fecha no hay claridad de cuantos jueces existen en el país.

El Dr. Pablo Felipe Robledo hizo uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

Luego de reseñar que la justicia colombiana esta ubicada como una de las 10 peores, en una estadística de 180 países, realizó la exposición de cómo se logró presentar la primera ponencia.

Dejó en claro que el proyecto es precisamente una propuesta que debe sufrir las modificaciones necesarias, de forma que mediante la participación se complete la premisa para expedir una buena ley de jueces de paz.

La iniciativa presentada por el gobierno, se limitó a intentar eliminar las falencias que actualmente presenta la justicia de paz: elección democrática, recursos económicos y control administrativo. 

Igualmente señaló que no es posible modificar aspectos como el de la solicitud por las partes, ni que proceda la acción de tutela contra las providencias. Así como que la razón que sustenta que el Consejo Superior de la Judicatura es quien discipline a los jueces de paz, radica en la tridivisión de los poderes.

El Segundo foro se realizó en la Ciudad de Tuluá, Valle del Cauca, el 30 de Septiembre de 2011 en la Casa de Justicia, contó con la presencia de 50 Jueces de Paz, que concurrieron como representantes de las distintas colectividades de Jueces de Paz de: Armenia, Bogotá, Buenaventura, Buga, Cali, Florida, La Victoria, Obando, Palmira, Rio Frio, San Rafael, Soacha, Tuluá, Yotoco, y Yumbo; y el H.S. Carlos Enrique Soto Jaramillo, el Viceministro de Justicia, Dr. Pablo Felipe Robledo, el Alcalde de Tuluá, Dr. Rafael Eduardo Palau, la Secretaria de Gobierno Departamental, Dra. Aurelia Chois Lenis,  el Coordinador académico del programa de formación de la jurisdicción especial de paz, ESCUJU "Rodrigo Lara Bonilla" Dr. Diego Gerardo Bolívar, y los Asesores Catalina Rengifo, Juan David Gutiérrez y Johann Wolfgang Patiño Cárdenas.

Como relatoría del evento, se presenta la siguiente sinopsis:

El evento inició con el himno nacional, seguidamente se instaló la Mesa Principal, y el Presidente del Colegio de Jueces de Paz de Tuluá, Oscar Urrego Patiño expresó sendas palabras de bienvenida.

El H.S. Carlos Enrique Soto Jaramillo inició las disertaciones del foro expresando:

Que reconoce el gran valor que tiene la constitución política de 1991, y la seriedad con la que fue constituida, pero en lo que toca a los jueces de paz, siente que falto contundencia, fenómeno que sucede también con las disposiciones que el Congreso previó en su momento. La figura de los jueces de paz ha recibido muy poco apoyo por parte de las alcaldías y gobernaciones, así como casi nada del Consejo Superior de la Judicatura y de la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla.

El proyecto pretende, fortalecer la justicia de paz de manera que se implemente en todo el territorio nacional, 1103 municipios con jueces de paz, cumpliendo así con el postulado de generar una convivencia pacífica. La sociedad necesita confiar en esa persona de gran aceptación que dirime los conflictos. Necesitamos ordenar su implementación para una mejor democracia; es necesario darles mayores herramientas de trabajo.

La figura es tan importante, que incluso en el proyecto de reforma constitucional, por su intermedio, se ha propuesto que uno de los integrantes del “Consejo Superior Judicial” sea representante de los jueces de paz. 

El proyecto es solo eso, un proyecto que estamos fortaleciendo y nutriendo con la experiencia directa de los jueces. Experiencia que nos proporcionan en estos eventos participativos, y también, con los sanos comentarios que nos han hecho llegar.

El Dr. Pablo Felipe Robledo hizo uso de la palabra, y expresó lo siguiente: 

Es forzoso reconocer el gran trabajo que se viene realizando por parte del coordinador. Efectivamente, el H.S. Carlos Enrique Soto, se puso en la tarea de leer palabra por palabra y así construir un mejor proyecto; a él se debe la fórmula mixta de elección, donde prima la elección popular y supletoriamente, el concurso como salida residual ante fenómenos facticos de implementación.

Luego de reseñar que la justicia colombiana esta ubicada como una de las peores, la 6ª más lenta, en una estadística de 180 países, resalto que la democracia es sabia al permitir que el congreso construya las leyes mediante cuatro debates, y a su turno, que las comisiones permitan crear espacios como el foro que se desarrolla.

Es necesario contar con una buena planeación del proyecto, para que no suceda como paso con algunas casas de justicia del país, que se desarrollaron sin análisis alguno y pasado el tiempo, terminaron siendo construcciones vacías.

José Manuel Rodríguez, Juez de paz de Tuluá, hizo uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

La Ley 497 de 1999 necesita muy pocos ajustes. En su criterio, el parágrafo del artículo 5 debiera desaparecer del proyecto, en tanto que la solución de los casos se asume con base en las costumbres y en la justicia comunitaria del lugar, razón por la cual, esa disposición permite que se contamine al juez con indebidas injerencias que pueden direccionar su decisión.

Respecto de la gratuidad prevista en el artículo 6, critica que el juez de paz no pueda recibir ningún dinero de las partes, más cuando de conformidad con el acuerdo 4977 de 2008 los jueces pueden recibir para los gastos del proceso hasta un salario mínimo diario legal vigente.

Objetó el artículo 10 del proyecto, en tanto que allí, de un lado, se dispone la creación de los jueces de paz atendiendo a los distritos judiciales, y de otro, se deja la determinación al Consejo Superior de la Judicatura, cuando debiera ser organizado, bien por el Concejo Municipal o por la Alcaldía.

Expresó también que no es posible imponer como prerrequisito para acceder al cargo de juez de paz, el contar con 25 años de edad, en tanto que ello constituye una discriminación por edad, a su turno, tampoco es compatible con la figura el de ser conciliador en equidad, por cuanto la figura es distinta, ya que el juez no utiliza fuentes formales del derecho, sino las costumbres de la zona.

El fondo de la ley 1394 de 2010, debería prever una partida presupuestal para la justicia de paz.

Sandra Milena Osorio, Juez de paz de Armenia, hizo uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

Deberían ser los Concejos Municipales quienes determinen el número de jueces de paz, tomando en cuenta para los de primera y segunda categoría, implementar un juez de paz por cada 10.000 habitantes, y en las de categoría tercera y cuarta, uno por cada 5.000.

Solicitó además que la solicitud, prevista en el artículo 27 del proyecto, pueda ser presentada por una de las partes, de forma que el juez pueda invitar a la contraparte, e iniciar el procedimiento sin que las partes tengan que concurrir al mismo tiempo.

María Fernanda Martínez, Jueza de paz de Tuluá  hizo uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

En el artículo 19 de inhabilidades debe prever la disposición del artículo 21, respecto de la actividad del proselitismo político o armado. Igualmente, debiera tener como impedimento en el artículo 20, una causal que refiera subordinación del juez a cualquiera de las partes.

Debe precisarse, que cuando se apruebe el impedimento de un juez de paz, y se decida remitir a otro juez de paz el asunto de conocimiento, cual es el trámite a seguir.

Maximino Angulo, Juez de paz de Buenaventura, hizo uso de la palabra y expresó lo siguiente:

El artículo 23 del proyecto debe modificarse en el sentido de establecer que las autoridades “deberán”, y no podrán, crear programas de estímulos. Así como agregar a la frase de incentivar, una conexa que diga “y fortalecer”

La delegación de que trata el artículo 24, no debería recaer sobre cualquier funcionario judicial, sino en un Juez de Paz con experiencia.

Las capacitaciones de que trata el artículo 25, deben ser dictadas por jueces de paz con experiencia. A su turno, allí debe establecerse una disposición que diga “el Consejo Superior de la Judicatura y los alcaldes promoverán por medio de los jueces de paz un programa para dar a conocer la ley”.

La reglamentación que implementará el Consejo Superior de la Judicatura, debe ser coordinada con la participación de los Jueces de Paz.

Ligia Stella González, Juez de paz de Cali, hizo uso de la palabra y expresó lo siguiente:

Deben crearse el Consejo Nacional y los Consejos Municipales para la Jurisdicción especial de paz, como organismos dependientes del Ministerio de Justicia, encargados de la organización, regulación y desarrollo de la jurisdicción especial de paz, y de ejercer la labor de formación, capacitación, seguimiento, mejoramiento, y control disciplinario en equidad de las actuaciones y decisiones de los Jueces de Paz y de Reconsideración.

El artículo que define la equidad, debiera disponer, “Las actuaciones y decisiones que se profieran en la jurisdicción especial de paz, o justicia del caso concreto serán en equidad, conforme a los criterios de justicia propios de la comunidad, tradiciones, usos o costumbres comunitarias, aunados al criterio, experiencia y sentido común del juez de paz, siempre y cuando no sean contrarios a la Constitución y la presente ley, teniendo en cuenta además los parámetros jurisprudenciales establecidos al respecto”.

El artículo de independencia y autonomía debiera establecer: “los jueces de paz son autónomos e independientes y gozan de estas especiales garantías estatales: a- Los jueces e paz son inviolables en sus actuaciones y decisiones. La autonomía e independencia de los jueces de paz, no será vulnerada a través de la injerencia o determinación por parte de otras jurisdicciones o servidores estatales. Ningún servidor público insinuar, exigir, determinar o aconsejar a un juez de paz las decisiones o criterios que deba adoptar en sus intervenciones, so pena de incurrir en mala conducta, sancionable disciplinariamente de conformidad con lo previsto en esta ley. b- Todos los servidores públicos tienen el obligado deber de observar perentorio respeto y no discriminación para con los Jueces de Paz que actúan en el ejercicio funcional, y prestar su colaboración para el cumplimiento de las decisiones adoptadas por los Jueces de Paz en sus intervenciones y decisiones, so pena de incurrir no solo en mala conducta sancionable disciplinariamente, sino de estar sujetos a las correspondientes acciones por responsabilidad penal, civil y administrativa o disciplinaria en que puedan incurrir por la falta. c- Como integrantes de la Jurisdicción d Paz, de proteger y desarrollar su estabilidad y permanencia como fruto de la necesidad de promover la convivencia pacífica en todo el territorio nacional y queda prohibido para cualquier organismo, entidad, jurisdicción o servidor estatal la ejecución de actos tendientes a juridizarla menoscabándola, invisibilizarla, restarle capacidad, importancia, eficiencia y eficacia en su labor de tratamiento y solución integral y pacífica de los conflictos particulares y comunitarios. d- Todo acto basado en normas de derecho ordinario del Estado contra la autonomía e independencia, o inviolabilidad de los Jueces de Paz, se considera como obstrucción a la administración de justicia en la Jurisdicción Especial de Paz, o como un acto contra la política pública nacional de paz del Estado, y se investigará y sancionará cuando a ello hubiere lugar por el ente disciplinario al que pertenezca el servidor público, pues tanto otras jurisdicciones nacionales como cualesquier servidor del Estado, deben abstenerse de ejercer políticas directas o indirectas, acciones, omisiones o medidas que tengan efectos adversos o traten de impedir, obstaculizar, dificultar o retardar las actuaciones de los jueces de paz o la ejecución de sus órdenes, conciliaciones, resoluciones, sentencias, u obstaculizar el pleno ejercicio o desarrollo de la jurisdicción de paz. e- Los jueces de paz no pueden ser objeto de restricción alguna por cuestión de gratuidad en su labor, minoría de grupo o falta de desarrollo legal, jurisprudencial o doctrinario, en la capacidad para formar parte de todos los programas, investigaciones, estudios, proyectos de ley, organismos e instituciones estatales, entes territoriales, nacionales, consejos, comités, mesas o escenarios regionales, o comisiones representativas del país a nivel internacional de justicia, paz y convivencia, y en la investigación, preparación, debate, aplicación, promoción y desarrollo de los temarios, reformas, políticas, estudios, recomendaciones y acciones a tal fin en cualesquier región del territorio nacional. f- Los Jueces de Paz gozan en todo momento de la garantía estatal efectiva de protección a su integridad, seguridad personal y seguridad social en salud, como integrantes de la Rama Judicial del Poder Público. g- El régimen investigativo disciplinario de los jueces se regirá únicamente por la presente ley. h- Se adiciona el artículo 5 del Decreto 2591 de 1991: De la procedencia de la acción de tutela contra jueces de paz. Para que proceda la acción de tutela contra actuación o decisión del Juez de Paz o Reconsideración, debe acreditarse probatoriamente la existencia de perjuicio irremediable actual o inminente, o demostrar la ineficacia del recurso en el caso concreto atendiendo a las circunstancias del peticionario, la inutilidad de la decisión en términos de solución integral del conflicto, la violación de tradiciones, usos o costumbres comunitarias o criterios de justicia propios de la comunidad, las circunstancias de debilidad manifiesta o indefensión padecidas durante la actuación, o la violación sistemática de los derechos fundamentales del interviniente. Para el trámite de la misma, deberá acreditarse previamente por el solicitante, haber agotado el requisito a que hace referencia los artículos 8 numeral 8 y 15 de la presente ley. ”

Luis Eduardo Herrera, Juez de Paz de Palmira, hizo uso de la palabra y expresó lo siguiente:

Debiera unificarse el contenido del artículo 24 de la Ley 497 de 1999, con el previsto en el artículo 30 del Proyecto. Así mismo, con el artículo 29 de la Ley 497 de 1999 y 33 del Proyecto, eliminando la referencia que hace el parágrafo de cumplir por si la sentencia proferida.

Igualmente, los documentos de la justicia de paz no deben ser documentos públicos sino archivos históricos, en verdad muchos no tienen donde guardar los casos y terminan con el paso del tiempo destruyéndose solos.

Hugo Alejandro Téllez, Juez de paz de Armenia, hizo uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

La fórmula para elegir a los jueces de paz, no puede ser la del curso concurso, porque se desconocería el origen popular que tiene;  en 1975, el Expresidente López Michelsen dispuso la mayoría de edad en 18 años, razón por la que no se puede exigir que la persona cuente con 25 años, ya que ello atenta contra el derecho a la igualdad y al de ser elegido; la capacidad del juez de paz debiera ser nacional, en razón a que son las partes quienes lo habilitan.

El aporte económico que debe entregársele a la justicia de paz debiera estar definido por la ley; los jueces de paz deben posesionarse ante el alcalde y deben poder ser reelegidos indefinidamente.

Mónica Lerma, Jueza de Reconsideración de Cali hizo uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

No debe eliminarse al juez de reconsideración por cuanto así se respeta el derecho fundamental al debido proceso, en el sentido de permitir la impugnación de las decisiones judiciales. Tener derecho a ello garantiza fácilmente conseguir la paz. 

Además se descongestiona el sistema judicial, porque de tal manera no se acude a la acción de tutela. La facultad de los jueces de reconsideración se debe ampliar para que pueda, revocar, modificar, y/o confirmar el fallo que revisa.

El proyecto elimina la posibilidad de que se produzcan faltas absolutas a las enunciadas de manera taxativa. Así como desaparece la colaboración que debiera prestarle la policía.

Luis Felipe Acevedo, Juez de paz de Obando, hizo uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

La personería municipal es un aliado de la justicia de paz, razón por la cual no debe desaparecer del proyecto; el Alcalde debe seguir siendo quien le solicite al Concejo el Acuerdo que convoca a elecciones de jueces de paz; en el país no todos los municipios tienen conciliación en equidad, lo que impone un problema para la aplicación de la justicia de paz.

Fernando Platón Baltán, Juez de paz de Cali, hizo uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

El proceso disciplinario del juez de paz debe ser autónomo y propio de la figura, no le resulta aplicable ni el previsto para los jueces ordinarios ni el previsto en la Ley 734 de 2002. Tal como está redactado supone además que el juez de paz quede indefenso ante el proceso disciplinario porque no tienen conocimientos jurídicos, ni se le ha capacitado para defenderse.

José García Pérez, Juez de Paz de Yumbo, solicitó el uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

El proyecto debe tomar más en cuenta que el objetivo de la jurisdicción especial de paz, es lo justo comunitario, la equidad y el arreglo amistoso.

Mezclar al juez de paz y al conciliador en equidad, acaso no cambia la figura, el ordenamiento no prevé al juez de equidad.

Miguel Sánchez, Juez de paz de Cali, solicitó el uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

El juez de paz puede realizar muchas otras funciones. ¿por qué no pensar que certifique la supervivencia? Que colabore con el censo de desplazados.

La elección del juez de paz no debiera costar como la de otras elecciones, puede ser mucho más sencilla si se realiza todos los últimos domingos de abril, con las 57.000 juntas de acción comunal.

El dejar al Consejo Superior de la Judicatura, la reglamentación de la justicia de paz es un riesgo, obsérvese que para reglamentar las costas procesales se tomó 8 años. 

Debe crearse un comité de ética previo para el proceso disciplinario del juez de paz. Así como permitir que el juez de paz establezca conceptos jurídicos judiciales del mayor nivel, de forma que pueda preguntar respecto de algún conflicto a una sala especial conformada por un miembro del Consejo de Estado, uno de la Corte Constitucional y otro del Consejo Superior de la Judicatura.

Clementina Osorio, Juez de Paz de Florida Valle, solicitó el uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

El juez de paz debe poder cumplir sus sentencias.  Así mismo, debe contar con la ayuda de la policía, una guía especial que le señale que puede o no hacer, y una carnetización real, por cuanto desde que fue nombrada jueza de paz, viene pidiendo su carnet y es la hora en que no se lo han entregado.

El Dr. Rafael Eduardo Palau, se hizo presente en el recinto, y expresó lo siguiente:

Los jueces de paz, cumplen una enorme función social, en el municipio existen 43, y es justo que se les exalte y se nos señale a cada una de las administraciones como cumplir con incentivos, seguridad social, y remuneración.
El Dr. Diego Bolívar hizo uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

La escuela presentara sus consideraciones en el foro de bogota, pero expresa desde ya que debe adoptarse un verdadero programa de implementación, a nivel nacional, departamental y local; también se le debe señalar un presupuesto; es necesario que se vincule al Ministerio de Educación, y se articule con ellos los mecanismos alternativos de solución de conflictos; finalmente, el diplomado con el que se remplaza el requisito de ser conciliador en equidad, debe ser no en conciliación, sino en jurisdicción especial de paz.

El Dr. Pablo Felipe Robledo hizo uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

Respecto del requisito de la edad, debe señalarse que no es el único cargo que se somete a un mínimo de edad, además, el del proyecto es razonado, ya que es bastante peligroso poner el poder de la justicia en personas que hasta ahora cuentan con 18 años, en verdad, la figura necesita, paterfamilias de las comunidades, que cuenten con un trasegar en su vida, tal como lo tienen todos los presentes en el foro.

Empezaremos a replantearnos si el juez debe o no ejecutar sus sentencias; si puede o no un juez de paz solicitar que la contraparte del solicitante asista a su dependencia, sin que se vulnere con ello el principio de habilitación; si debe o no darse la reelección indefinida.

Expresó igualmente, que la reconsideración desaparece en este proyecto por varias razones, entre ellas, que tal como sucede en el CPC, cuando se produce un fallo en equidad, el fallo no pasa a segunda instancia, la equidad no puede ser identificada por persona distinta de quien lo profiere. La paz no se construye con una segunda instancia de jueces de paz, la persona que es vencida en cualquier juicio siempre quedará aburrida, y por el contrario el permitir que se produzcan diferentes decisiones frente al mismo caso en la justicia de paz es riesgoso, en el entendido que si el fallo de “2a” instancia es contrario al de “1a” quien hubiere ganado se sentirá desmoralizado.

Debe observarse detenidamente que la Constitución permite que existan sentencias inapelables, tal como se señala en el artículo 31.

Es imposible impedir la acción de tutela frente a las decisiones asumidas por la justicia de paz, en razón a que tal como lo expone la Corte Constitucional, la tutela es pertinente cuando se producen las causales de procedibilidad.

El H.S. Carlos Enrique Soto Jaramillo hizo uso de la palabra, y expresó lo siguiente:

El problema de la edad, se vislumbra al observar que el juez es un sujeto único y autónomo, por lo que, a diferencia de otras corporaciones colegiadas, cuenta con un poder absoluto de decisión, por ello es forzoso que cuente con una experiencia suficiente, para comportarse al nivel que la sociedad lo requiere.

Efectivamente, la justicia de paz debe contar con un presupuesto, y esa es una de las razones por las que el Consejo Superior de la Judicatura debe contar con un representante de los jueces de paz en su conformación.

El tercer foro se realizó en la Ciudad de Bogotá D.C. el 29 de noviembre de 2011 en el Salón de la Constitución del Capitolio Nacional, contó con la presencia de 40 Jueces de Paz, de las localidades de Antonio Nariño, Quinta de Usme, los Mártires, Kennedy, Tunjuelito, Barrios Unidos, del Colegio Nacional de Jueces de Paz,  entre ellos se encontraban también, el Presidente de Juezas y Jueces de Paz de Bogota, José Joaquín Vera Díaz, y el Presidente del Colegio de Paz de Yumbo, Josué Raúl García Páez; también estuvieron presentes el H.S. Carlos Enrique Soto Jaramillo, el Viceministro de Justicia, Dr. Pablo Felipe Robledo, los  Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura,  Dr. Néstor Raúl Correa y Dra. Paulina Canosa Suárez, los Asesores Juan David Gutiérrez, Maribel Ortiz Méndez y Johann Wolfgang Patiño, y Natalia Peñaranda en representación de la ONG Partnes Colombia.

Como relatoría del evento, se presenta la siguiente sinopsis:

El evento inició con el himno nacional, seguidamente se instaló la Mesa Principal, y el H.S. Carlos Enrique Soto Jaramillo inició el evento expresando:

Como coordinador de ponentes entiendo que no es conveniente encerrarse en el capitolio nacional a esperar que los demás observen salir la ley. Esta figura de los jueces de paz, prevista en la constitución de 1991 no ha recibido el apoyo que merece, y por eso no claudicaremos en este intento de sacar la justicia de paz adelante. De esta manera los esfuerzos de todos ustedes habrán dado frutos. 

Presentó sus condolencias a los jueces de paz por la perdida reciente de algunos compañeros, en especial a la señora María Teresa Martínez en la comunidad del café, quien fue asesinada al parecer por un fallo que dicto siendo jueza de paz hace 4 años. Paz en su tumba.

En seguida se dio paso a las disertaciones preparadas, correspondiéndole el uso de la palabra al Juez de Paz Anderson Gil Castro, quien expresó lo siguiente: 

La competencia del juez de paz gira básicamente entorno a las cuotas alimentarias, la violencia intrafamiliar, las lesiones y hurtos, la perturbación a la posesión, asuntos que de ordinario se llevan a cabo en las comisarías de familia y en las casas de justicia, donde el juez de paz no tiene siquiera un espacio. 

Las autoridades no toman en cuenta la gran ventaja de acudir a la justicia de paz, a pesar de que los casos referenciados en punto al término para solucionar el conflicto se disminuyen drásticamente, pasan de meses y años a unos cuantos días y por mucho algunos meses.  Es de reclamar que al juez de paz no se le está vinculando en las casas de justicia y en los procesos de conciliación, ni siquiera en las secretarías de inspección.

Pide se tome en consideración variar el término para la convocatoria a la audiencia de conciliación, pues con la redacción forzosamente se deben esperar los 15 días, cuando lo cierto es que el juez de paz incluso en minutos la puede desarrollar.

Finalmente, pide que no se cambie la posibilidad de que sea elegido democráticamente, ejemplos claros se encuentran en Argentina y Bolivia, países que si bien exigen el título de abogado, eligen a sus jueces mediante la democracia participativa.

Continuó en el uso de la palabra el Conciliador en Equidad Arnulfo Polanco, quien expresó:

La elección democrática debe hacerse a un lado y dar paso a la elección por concurso, en ese sentido al artículo 15 se le debieran aumentar los requisitos, exigiendo que no tenga problemas disciplinarios y que goce de algunos conocimientos.

La justicia de paz debe tener segunda instancia. A su turno, se le debe reconocer al juez de paz por su labor, subsidios en seguridad social, transporte y educación. Su funcionamiento no debe depender de una sola autoridad, debe estar a cargo tanto de la nación como de los departamentos y municipios.

La justicia de paz no es justicia para pobres, por tanto se deben reconocer los gastos procesales.

En escrito allegado, amplía sus peticiones estableciendo que en el artículo 7 se debe eliminar la disposición que establece que el juez de paz no puede recibir dinero; la competencia del juez no se puede acabar por la voluntad de una sola de las partes, motivo por el que al igual que en la ley 640 de 2001, debiera seguir conociendo del asunto; la competencia si debe ampliarse al ámbito del distrito judicial; como requisitos debieran exigirse 2 años como conciliador o 3 como mediador de conflictos, además que tenga solvencia ética y moral; debe permitirse que preste el servicio en sitios como las alcaldías, casas de justicia, centros de convivencia, o en las oficinas del parque sauzalito en ciudad salitre, donde el IDRD, la Secretaría Distrital, alegan que son espacios privados y cobran por el alquiler; Debe existir incompatibilidad con las funciones de los servidores públicos; la capacitación debe estar en cabeza también de las entidades territoriales; se debe eliminar el requisito de la conciliación en equidad y dejar solamente los fallos en equidad.

Continuó el evento con la participación del juez de paz Diego Alejandro Briñez, quien expresó lo siguiente:

El proyecto debe ser archivado, pues la reforma no es necesaria, por el contrario los artículos de competencia territorial, la no elección democrática, la edad de 25 años, las inhabilidades; la no remuneración; el traslado de competencia; la regulación por parte del Consejo Superior de la Judicatura; la gratuidad de los gastos del proceso; y el manejo de los asuntos disciplinarios, resultan perjudiciales.

A continuación intervino el Juez de Paz Jesús Adelfio Carmona:

Espero que no se generen más contratos para la digitalización de este evento. La reforma se soporta en falsos antecedentes, tales como las faltas disciplinarias. En efecto el proyecto visibiliza a los jueces de paz, pero no cumple con la promoción de paz. Es necesario que se presente un proyecto metodológico.

El Estado ya estaba encargado, los jueces ya tenían autonomía. Lo cierto es que se está trasladando la justicia de paz de la rama judicial a la ejecutiva; el mantenimiento de la figura pasa del Estado a los particulares, se está burocratizando la justicia de paz quitándole la fuerza al pueblo.

Queremos juntos crear una metodología de construcción comunitaria, la Reforma a la justicia es un claro ejemplo, los 30 magistrados del Consejo de Estado se fueron, el Procurador también, ahora la Ley 497 se da por descontado que será aprobada.

Siguió con el uso de la palabra el Juez de Paz Jesús Antonio Quintero:

Tal como sucedió con la reforma a la Ley 30, la reforma de los jueces de paz permite ver la ignorancia de todos frente al tema. La justicia de paz teleologicamente no es nueva, la antropología y las escrituras, dan cuenta de su importancia. Desde el 320 antes de cristo hasta Sansón, el juez ejercía, y así como al maestro y al cura, al juez se le respetaba. En cambio hoy el Estado esta corrupto, ejemplo los 17 concejales. 

La figura del Juez de Paz creada en la constitución de 1991 no es improvisada se sustenta en la justicia comunitaria, a diferencia de la justicia ordinaria que se sustenta en la coerción, otra gran diferencia es que la justicia de paz se soporta en conseguir la paz.

Continuó el evento con la participación del Juez de Paz Jaime Suarez, quien expresó:

En verdad lo que cobra el juez es para el sostenimiento de la oficina, medio salario. ¿Por qué? No se piensa en aumentar la cuantía hasta 200 smlm, de forma que se pueda tramitar una separación de bienes.

Debo contar que en mi experiencia, el primer fallo lo emití en el 2008 y hasta hace 4 meses salió el fallo de la jurisdicción ordinaria, desde esa época, a hoy he resuelto 1100 casos con 90% de éxito, la mayoría situaciones de convivencia familiar. No obstante durante todo ese tiempo, solo recibí 2 capacitaciones. 

En documento allegado, establece que es pertinente mantener la gratuidad y reversar la resolución del CSJ por la que los jueces cobran 20.000 pesos por audiencia, en contraprestación se deben establecer ayudas para educación personal o de los hijos, acceso a recreación, bonos convertibles en mercado, vestuario, salud y pensión, así como el acceso a los medios masivos de transporte. Después de 3 periodos como juez de paz recibir una pensión al menos de 6 SMLMV.

Para la elección propone que los inscritos postulados se deben someter a una capacitación y una vez superada, serán candidatos, el término puede ser perfectamente de 3 meses y no de 6. Debe permitirse la reelección indefinida y se debe imponer por obligación que el Concejo municipal convoque a nuevas elecciones 2 meses antes de la finalización del periodo. Porque se desvincula al Conciliador en Equidad de su Cargo, hay temas que podría conocer siendo juez de paz.

Al juez de paz debe entregársele algo que lo identifique en el transcurso de las audiencias, según el lugar, una cinta, una chaqueta o algo parecido. El seguimiento previsto por el proyecto no debe ser sólo para investigar lo referente a quejas, sino también para brindarle apoyo, respaldo y ofrecerle herramientas que permitan mejorar el servicio a la comunidad.

La capacitación que se le realice al juez de paz debe ser comunicada con antelación, al menos 10 días, pues en la práctica informan faltando un día o el mismo día. La conciliación debe poder realizarse antes o después de los 15 días. El juez de paz debe poder solicitar directamente que la policía realice la diligencia de restitución de un inmueble, así como también oficiar a los notarios o registradores sobre medidas cautelares, y poder declarar embargos cuando se presente incumplimiento en los pagos pactados.

El evento continuó con la disertación del Juez de Paz José Joaquín Vera, quien tras homenajear al fallecido juez de paz Héctor Ciro Bustos, expresó:

Luego que los jueces de paz han realizado cerca de 40.000 conciliaciones, puede decirse que son un instrumento de economía para el Estado. 

Ser juez de paz, es una actividad de alto riesgo, hecho que se debe tomar en consideración. Dada su importancia debe garantizársele espacios dignos donde ejercer, y tecnología suficiente.  El juez de paz necesita ayuda, por ejemplo, para cubrir su desplazamiento de ciudad Bolívar a Potosí debe coger cuando menos 3 transportes.

Como incentivos debe pensarse en créditos de bajo costo.

A continuación tomo el uso de la palabra el Juez de Paz Josué Raúl García Paz y realizó la siguiente disertación:

La justicia de paz se muere si el estado no le da fuerza, por eso es necesario que en todo el territorio nacional se creen los concejos municipales de justicia de paz.

Es una realidad que el Consejo Superior de la Judicatura seguirá omitiendo los recursos que se establecen en el articulado. Esta jurisdicción requiere la creación de una política pública. 


Los colegios de paz solo son de papel, por cuanto no tienen ninguna utilidad práctica.

En documentos remitidos por correo electrónico, complemento su disertación solicitando que: se elimine el parágrafo del artículo 5; la justicia de paz debe ser del todo gratuita, por ende se debe consagrar que es el Estado en sus distintos órdenes, el que debe dotar a la jurisdicción de los elementos necesarios; se deben disponer los principios de buena fe, neutralidad e imparcialidad; Pone a consideración que se escinda el artículo de naturaleza y requisitos, y que estos últimos sean más exigentes, de manera que se deba contar con 30 años de edad y se halla aprobado un curso de juez de paz diseñado por la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla; debe permitirse la reelección indefinida; se debe generar una incompatibilidad religiosa; propone que la dotación de los jueces de paz este a cargo de los municipios; propone que la conciliación propenda siempre a ser publica, por el gran valor pedagógico que para la comunidad representa; se debe permitir la reconsideración de la decisión.

Siguió con el uso de la palabra la Juez de Paz Marleny Garzón Camargo:

Somos los únicos jueces constitucionales, una verdadera descongestión para la justicia y de las entidades locales, además un apoyo para los policías. No obstante los Acuerdos del Consejo Superior de la Judicatura no funcionan.

A los jueces de paz se les está desconociendo que se desempeñan en la función de tiempo completo y que las expensas las gasta en un arriendo. Por qué no se les da un incentivo como el previsto para las madres comunitarias.

En documento anexo, firmado además por algunos jueces de paz de la localidad de Kennedy, exponen que con fundamento en su labor los jueces de paz deberían contar cuando menos con seguridad social, remuneración mensual, afiliación a cajas de compensación, y auxilios de estudio para sus hijos. Así como que se les tuviera en cuenta para realizar labores remuneradas, ya que no tienen un trabajo formal.

A continuación correspondió la disertación del juez de paz José Luís Roncancio, quien expresó:

Los jueces de paz han desarrollado más de 100.000 actas y fallos. No obstante se busca permanentemente su sanción disciplinaria. Debe tomarse en consideración que cada caso resuelto por el juez de paz, significa un ahorro para el estado de aproximadamente siete millones de pesos.

Con base en lo anterior, al juez de paz se le debiera dar cuando menos una capacitación anual, y permitirle desarrollar su función en las juntas de acción comunal.

A continuación intervino Flor Enit Salazar Balambá:

El proyecto desconoce el carácter democrático de la figura del juez de paz, así como el derecho a la doble instancia. El requisito de ser conciliador en equidad es un criterio injustificado del ministerio del interior y de justicia. Cordialmente pido que se archive el proyecto.

En documento allegado se complementó la intervención alegando que no es cierto que en los doce años que lleva de expedida la Ley 497 de 1999, la justicia de paz no haya generado una verdadera alternativa para la solución de los conflictos comunitarios, lo que pasa es que se desconocen las actuaciones realizadas, ello por cuanto no se ha tenido el acompañamiento adecuado ni el presupuesto para su desarrollo. Ni la rama judicial ni las autoridades municipales han estado a la altura.

En concordancia con el artículo 351 del código de procedimiento civil, se prevé en el proyecto que las sentencias del juez de paz no tengan doble instancia, desconociendo con ello el debido proceso. En verdad el proyecto desvirtúa la gratuidad de la justicia de paz, obliga a que solo se pueda implementar donde se hayan establecido conciliadores en equidad, auspiciando la generación de proyectos donde supuestamente se invierten millonadas de las entidades territoriales, como de la USAID, OIT, y la UNION EUROPEA.

A continuación correspondió el turno de la señora Miriam Amparo Zamora, quien en muestra de protesta por el olvido de las entidades del estado, relato como de su bolsillo tuvo que asumir la compra de un impermeable y unas botas plásticas para poder ejercer como juez de paz, a pesar del mal clima:   

Los jueces de paz dictan fallos, pero es una desgracia, el Consejo Superior de la Judicatura no hace nada por nosotros.

Continuaron las disertaciones con la intervención del Exjuez de Paz Oscar Ignacio Rodríguez:

Hace 5 años también se realizó un foro en el Salón Boyacá, y hoy estamos aquí en otro. Se olvida con frecuencia que la obligación de convivencia es de todos, y también el valor agregado del juez de paz, quien es un informante desinformado. Ojala esta no sea una reforma como la de la Ley 100 de 1993.

La verdad es que son más conocidos los MASC que la justicia de paz, igualmente debo decir que no es necesario que nos promocionen, por ejemplo, mi comunidad cree que sigo siendo juez de paz, y acuden a mí para que solucione sus problemas. Los jueces de paz debemos estar unidos. 

Acto seguido hizo uso del tiempo la jueza de paz Sandra Milena Osorio:

El Consejo Superior de la Judicatura no ha funcionado, por lo que los jueces de paz deberían estar separados de esa entidad. Es necesario que al juez de paz se le incentive con educación y salud.

Propone en escrito adjunto que como forma para dar a conocer la figura debería implementarse una especie de Boletín del Consumidor. A su turno, plantea que al juez de paz se le pueden reconocer como incentivos, el acceso a la educación formal y no formal, con la fórmula del 25% aportada por el Consejo Superior de la Judicatura, el 25% aportado por la entidad educativa y el 50% aportado por el propio Juez. También debe pensarse en estatuir un plan de salud y pensión especial.

Continúo el evento con la joven Valeria Andrea Gamarra Penagos, quien leyó algunos apartes sobre la esencia social de la justicia de paz y solicitó que se archivara el proyecto.

En este momento se terminaron las disertaciones, se dio paso a un refrigerio, y se retomó el evento, permitiendo el uso de la palabra a algunos de los asistentes, así:

Rebeca Parra: el acceso a la justifica es un derecho fundamental. La justicia de paz debe tomar en cuenta a las mujeres. El Distrito de Bogotá  tiene bienes vacantes que podría prestar para que sean usados por la justicia de paz. Es correcto que se aumente la edad para ser juez de paz. Debe existir un plan de incentivos.

Florencio Robayo: pido un minuto de silencio por los militares fallecidos, y llamo a la reflexión, en el sentido que ese es el resultado de no hacer algo en nuestro diario vivir. No todo en la Justicia de Paz es malo, debe dársele las gracias a la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla.  Por favor, cuenten con nuestra compañía el día de la ponencia, pero tomen en consideración que es más barato educar que reparar los daños producidos por la ignorancia.

Carlos Fajardo: La sanción disciplinaria no debe ser única. En Pereira los jueces de paz han solucionado más de 35.000 casos, y en mi caso, puedo dar fe que no todo es malo, de 24 tutelas que han interpuesto por mis actuaciones he salido victorioso en 20. La Alcaldía en nuestro caso particular, nos apoya, hemos recibido recientemente 2 nuevos espacios en el palacio. Finalmente debo manifestarle al Consejo Superior de la Judicatura que desconoceremos la última circular proferida.

Luisa Fernanda: No es justo que se imponga el requisito de los 25 años de edad, el conocimiento que adquirí durante este tiempo como juez de paz es valiosísimo y todos deberían tener esa oportunidad.

Nancy Patricia Santana: comparto el sentimiento de abandono, pero sé que somos personas y por tanto llamo a la reflexión, pues merecemos atención.

Amanda Arévalo: el proyecto debería ser archivado, pues solo la reforma en consenso puede ser aprobada. En verdad ya no creemos en esto porque no nos escuchan, y por tanto hay que decir que no a la reforma porque no nos favorece.

José Herrera: soy juez de paz de chapinero, siempre he sido elegido por voto popular, la alcaldía es no sé qué, no sé cuándo, pero en verdad soy amigo no amistad, yo estoy para el chicharrón, no soy intachable en mi hoja de vida pero si querido.

Martín Montero: yo con el señor Humberto Coy, somos los jueces de paz tal vez más entutelados, pero el problema nuestro está en la ejecución de los fallos, por ejemplo por una restitución me destituyeron a mí, pues lo hice personalmente. El mutuo acuerdo de las partes es casi un imposible, y sin apoyo pues resulta peor. Como incentivos ofrézcanos educación.

Antonio Mendoza Giraldo: Gracias por el apoyo, los jueces de paz estamos ayudando a descongestionar la justicia. El eje cafetero le da las gracias al Senador Soto por su constante apoyo.

Edgar Rodríguez: Unos dicen que no, otros dicen que sí, reformamos algo que no existe, somos un cero a la izquierda, pido a dios 3 cosas, una capa, una espada y un escudo, para usted senador soto y vice ministro, ¿Por qué no a la reforma? Sí el Senador Soto esta cabrestiando esta mula, ayúdenos por favor.

Hermina Salazar: Cual es la posición del Consejo Superior de la Judicatura, la ley si existe, la solución tiene que entrar a operar, la reglamentación de las costas, vía reglamentación podemos entrar a reformar, la sanción ha sido distinta de la remoción, vía reglamentación tenemos por ejemplo la dotación. La Ley es tan operante que hemos atendido a 3 millones de personas.
Terminado el espacio de intervención, siguió en el uso de la palabra el Viceministro de Justicia, Dr. Pablo Felipe Robledo:

El Gobierno Nacional no tiene interés en acabar la justicia de paz, para el efecto se derogaba la ley y ya, de forma que se quedaría con la esperanza de ser algún día, en los términos del artículo 247 de la constitución. Es equivoco pensar que se quiere acabar, sino ¿para que el Foro? Esta reforma hace parte de un paquete de reformas, el nuevo código general del proceso, el estatuto arbitral, en fin.

Los jueces de paz son parte de la rama judicial, pero son jueces anómalos, administran justicia en equidad, no tienen remuneración, ni instalaciones, por eso queremos mejorar sus condiciones.

Colombia debe respetar las normas del Derecho, por eso somos un Estado Social de Derecho, no de equidad, por eso, es necesario el principio de habilitación y es un imposible jurídico forzar a alguna parte a asistir, así se observa con el juez de equidad y arbitraje.

El juez de reconsideración fue un error del legislador de la ley 497. Deben entender que el proyecto es precisamente eso, un esbozo de lo que se quiere, en otras situaciones he dicho “lo importante no es entrar a un bar, sino como se sale”.  Por eso estamos recogiendo en los foros las inquietudes y aportes.

Se debe entender además que es el Congreso el único que reforma. Este congreso es autónomo, no es el gobierno, nos son ustedes, los que archivan o no. Además observen que la elección democrática es una recomendación constitucional.

La elección sigue siendo democrática por regla general y subsidiariamente por parte del Consejo Superior de la Judicatura. Obsérvese que la intención es que existan jueces de paz en todo el territorio nacional, ya que el 90% de los actuales solo están ubicados en los departamentos de Risaralda, Cundinamarca, Cauca y Quindío.

Los jueces de paz no son mecanismos alternativos de descongestión, sino un operador de justicia que atiende a los ciudadanos según los criterios de justicia de paz, busca la pacificación no la descongestión.

Continuó el evento con la intervención del Dr. Néstor Raúl Correa, Magistrado del Consejo Superior de la Judicatura, Sala Administrativa, encargado de la justicia de paz:

Mis excusas por la tardanza. Este es un Ejercicio democrático importante, mis felicitaciones por ello. Como todos sabrán, apenas llevo 5 meses remplazando al Exmagistrado Dr. Misael Giraldo, sin embargo realizo ante ustedes un mea culpa, se que tienen muchas quejas, y que la gente no molesta por deporte. Tenemos el deber de dejarlo expresar.

Como encargado del tema de justicia de paz, se que tenemos que generar nuevos mecanismos de dialogo directo, para ver como resolvemos los actuales problemas del sector.

Respecto del proyecto de ley, pienso que vale la pena continuarlo pero con algunas correcciones, sino sería mejor hundirlo. Para el caso, es inaceptable que se requiera la experiencia como conciliador en equidad, al juez no se le puede desmeritar su dignidad, pues la posición de juez es olímpica, es tan importante, que podría decirse que es divina, a su turno, se debe dejar en claro que no hay jueces clase A y clase B, también es pertinente recalcar que no son de la Rama Ejecutiva, son jueces que administran justicia.

Respecto de la elección alternativa, expreso que yo renuncio a eses poder, o es o no es, debe tomarse en cuenta que su poder deviene de los vecinos.

También es bueno que se piense en que no debe haber un juez en cada metro cuadrado, y finalmente, se les debe permitir comisionar.

Para concluir el evento, intervino el Senador Carlos Enrique Soto:

Por ley esta comisión no debía realizar este foro, pero mi conciencia quiso hacerlo, pues es de trascendental importancia escuchar al pueblo. Yo represento a 50.000 personas, pero tengo absolutamente claro que trabajo para 46 millones. Este es un proyecto bonito que quiere que los jueces de paz se implementen efectivamente, por lo que no es claro que se pida su archivo.

El juez de paz, es el jerarca de vereda, requiere de madurez, tiene que estar más preparado que el lego que puede leer la constitución, pues un fallo en equidad se lo dicta la conciencia, tema demasiado delicado. Por eso no es solo que lo elijan 50, 100, 1000 o más personas, el juez debe ser respetado y acatado por quien es.

Les digo, fui yo quien defendió la postura de que debe ser elegido por elección popular, pues debe quedar claro que en la constituyente, como puede leerse en la gaceta 66, apenas señalo 2 párrafos sobre la filosofía del juez, y al leerse el artículo 247 surge de forma clara que “PODRAN”, lo que implica que la constitución no ordena que deban ser elegidos por elección popular.

Es claro que en el proyecto no podemos retroceder, la justicia avanza con su lucha, lo primero es crear cultura, no se solamente el juez de paz, es construir convivencia, se sabe que pequeños inconvenientes han originado grandes problemas, lo esencial es evitarlos.

Hay que presionar más al ejecutivo nacional, todos estamos cortos, rama ejecutiva, legislativa, judicial, estamos en deuda, por lo que es justo que construyamos una Colombia distinta para los que vienen.
La necesidad e importancia de esta reforma se comprueba tanto con las muestras de inconformidad expuestas en los foros, como con los informes presentados por la Rama Judicial al Congreso de la República 2009-2010, 2010-2011, textos de los cuales vale extraer:

“Los jueces de paz son de elección popular y no dependen para ello del Consejo Superior de la  Judicatura, sin embargo para el análisis, es importante observar que en el año 2006 se contaba con 1.401 jueces de paz y de reconsideración electos, no había ningún juez carnetizado por esta corporación y la Sala Administrativa, a través de la Escuela Judicial capacitó 2.680 jueces de paz. En el año 2007 se contó con 1.418 jueces de paz electos, de estos se carnetizaron 385 y la Escuela Judicial capacitó a 842 jueces. En el año 2008 se contó con 1.101 jueces de paz electos, de estos se carnetizaron 610 jueces y la Escuela capacitó a 1.714 jueces de paz. En el año 2009 se contó con 1.217 jueces de paz electos, de estos se carnetizaron 723 y la Escuela Judicial capacitó a 787 jueces de paz.”

“… se propone financiar las necesidades de jueces de paz, incluyendo el Plan de Necesidades reportado por los consejos seccionales, por un valor total para el 2009 de $7.379.8 millones y $8.019.6 millones para el 2010. Vale la pena aclarar que el Gobierno Nacional a la fecha no ha asignado en el presupuesto de la Rama Judicial recursos con destinación específica para esta jurisdicción.”

Se observa de lo anterior, que efectivamente el seguimiento a la jurisdicción de paz por parte del Consejo Superior de la Judicatura ha sido deficiente, pues no existe norma que imponga unos recursos específicos, no todos están carnetizados, y respecto de las capacitaciones se observa que no participan la totalidad de los jueces.

Como sinopsis general puede decirse que no fueron objeto de discusión los artículos 1, 2, 3, 4, 8, 9, 18, 21, 26, 29, 31, 40, y 41, razón por la cual, esta ponencia los mantiene incólumes.
A continuación se enuncian las modificaciones generales al proyecto, muchas de las cuales se soportan en las ponencias presentadas durante los foros:
El artículo 1 se fusiona con el artículo 9 de la ponencia para primer debate simplificando el contenido del articulado.
El artículo 5 del proyecto se adiciona estableciendo que el concepto no es vinculante, pues los ponentes consideran que debe mantenerse en tanto que la facultad de solicitar conceptos radica en el Juez de Paz que desee complementar su criterio con las concepciones que le expresen otras autoridades, de manera que no se configura una indebida injerencia sobre sus atribuciones, sino por el contrario, el efectivo cumplimiento de los postulados de la administración pública, que predica la armoniosa colaboración de los poderes.

El artículo 6 se simplifica, y se modifica en el sentido de permitir que las partes puedan entregarle el dinero necesario para realizar los trámites directamente al juez de paz.
El título II del proyecto se modifica por la supresión del artículo 9.

La distribución geográfica prevista por el artículo 9 (artículo 10 en la ponencia para primer debate), fue modificada suprimiendo la referencia que se hace a los distritos judiciales, en razón a que si bien son esos los parámetros para diferenciar la competencia en la jurisdicción ordinaria, tal método no es útil dentro de la jurisdicción especial de paz, debido a que en un mismo distrito pueden coexistir diferentes formas de justicia comunitaria. A su turno, el artículo se complementa con una disposición para que de acuerdo con los cambios sociales se pueda modificar la distribución.
Se expresó en los foros que no debe eliminarse al juez de reconsideración por cuanto así se respeta el derecho fundamental al debido proceso, en el sentido de permitir la impugnación de las decisiones judiciales. Sin embargo se considera en esta ponencia que la reconsideración debe desaparecer porque tal como sucede en el CPC, cuando se produce un fallo en equidad, el fallo no pasa a segunda instancia. La equidad no puede ser identificada por persona distinta de quien lo profiere. Igualmente, debe observarse que la Constitución permite que existan sentencias inapelables, tal como se señala en su artículo 31.
Igualmente se complementa la disposición, estableciendo que tampoco tendrán competencia para adelantar procesos cuya decisión surta efectos erga omnes.
La competencia territorial prevista por el artículo 11 (artículo 12 en la ponencia para primer debate) se aclara, por cuanto son las partes las que eligen al juez de paz.

Sobre los requisitos para ser juez de paz, los mismos se mantienen, con excepción del diplomado en conciliación, tal y como pasa exponerse:
Se sostuvo en los foros que no se debe exigir el de contar con 25 años de edad, porque los jóvenes tienen derecho a participar. Sin embargo la ponencia presentada, parte del supuesto que la persona debe tener un grado de reconocibilidad y experiencia, dentro de  la sociedad, hecho que solo se produce con el tiempo, igualmente, dado que a nivel internacional la media de edad es la de 25 años, resulta aconsejable así asumirlo. 
Igualmente debe tomarse en consideración, que no es el único cargo que se somete a un mínimo de edad, y que el requisito resulta razonado cuando se comprende que es bastante peligroso poner el poder de la justicia en personas que hasta ahora cuentan con 18 años, pues en verdad, la figura necesita, paterfamilias de las comunidades, que cuenten con un trasegar en su vida.
A su turno, se solicitó que no sea prerrequisito ser conciliador en equidad para ser juez de paz, en este sentido, los ponentes recogen esa pretensión, que proviene tanto de los actuales jueces como del Consejo Superior de la Judicatura, pues entiende que a pesar de que la figura del juez de paz y del conciliador en equidad deben ser articuladas, no es este proyecto el indicado para fusionarlas. 
Respecto de la elección de los jueces de paz, valga hacer las siguientes consideraciones:

En la conciencia colectiva, permanece la idea de que la implementación y continuidad de los jueces de paz se debe lograr con la aplicación de lo dispuesto en el artículo 11 de la ley 497 de 1999, que dispone:

“ARTICULO 11. ELECCION. Por iniciativa del Alcalde o del Personero o de la mayoría de miembros del Concejo Municipal o de grupos organizados de vecinos inscritos en la respectiva circunscripción electoral municipal o distrital existente, el Concejo Municipal a través de acuerdo convocará a elecciones y determinará para el efecto las circunscripciones electorales, que sean necesarias para la elección de juez de paz y de reconsideración. 

Los jueces de paz y de reconsideración serán elegidos mediante votación popular por los ciudadanos de las comunidades ubicadas en la circunscripción electoral. 

Los candidatos serán postulados, ante el respectivo Personero Municipal, por organizaciones comunitarias con personería jurídica o grupos organizados de vecinos inscritos en la respectiva circunscripción electoral que haya señalado el Concejo Municipal. 

Para la elección de jueces de paz y de reconsideración la votación se realizará conforme a la reglamentación que expida el Concejo Nacional Electoral. 

Para los efectos del artículo 32 de la presente ley, se elegirán en la misma fecha dos jueces de paz de reconsideración de candidatos postulados específicamente para ese cargo. En caso de no cumplirse con estos requisitos se aplicará lo dispuesto en el artículo 32 de la presente ley, para el trámite de reconsideración de la decisión. 

PARAGRAFO. Las fechas previstas para, la elección de los jueces de paz y de reconsideración solamente podrán coincidir con la elección de juntas de acción comunal o Consejos comunales. 

La primera elección de jueces de paz se realizará después del primer año sancionada esta ley. ”

Sin embargo debe llamarse la atención sobre que esa disposición se consagró como fórmula para implementar la justicia de paz en el país por primera vez, y no como método para elegir cada 5 años jueces de paz. En este sentido, resulta oportuno interpretar la disposición enunciada con la prevista por el inciso 2 del artículo 13:

“ARTICULO 13. PERIODO. Los jueces de paz y de reconsideración serán elegidos para un período de cinco (5) años, reelegibles en forma indefinida. 

El Concejo Municipal dos (2) meses antes de la culminación del período previsto en el inciso anterior, convocará a nuevas elecciones de acuerdo con lo previsto en el artículo 11. 

PARAGRAFO. El respectivo Concejo Municipal informará dentro de los cinco (5) días siguientes sobre la elección del juez de paz y de los jueces de reconsideración, a la Sala Administrativa del Concejo Seccional de la Judicatura respectivo, para efectos de conformar una base de datos que posibilite su seguimiento. ”

Con fundamento en la disposición legal, se debe aceptar que la formula por la cual el alcalde, el personero y los grupos organizados de vecinos debían solicitarle al concejo la implementación de la justicia de paz, no es más que una ritualidad que se previó para que se implementará la justicia de paz en el país, y no, un procedimiento que tuviera que reiniciar cada 5 años. Por el contrario, las disposiciones legales ordenan que dos meses antes del vencimiento del periodo será el concejo municipal quien convoque a nuevas elecciones.
Con estas nociones y tomando en consideración que por falta de presupuesto económico, y deseo político, muchos municipios jamás cumplieron con las normas enunciadas, la ponencia para segundo debate, retoma la concepción expuesta en la primera ponencia, adoptando una alternativa subsidiaria, que protege al máximo el origen popular de los jueces de paz. 
La elección se realizará principalmente de forma democrática, y subsidiariamente mediante curso concurso, siguiendo tres pasos a saber; primero se define el número de jueces de paz que deben existir en el país [cuando menos uno por cada municipio o distrito], dicha información se comunica a cada una de las entidades territoriales; segundo, recepcionada la información el Alcalde tendrá 15 días para solicitarle al concejo que mediante acuerdo se fije un periodo de 6 meses para postular a los candidatos, tercero, si en ese periodo las organizaciones cívicas o comunitarias y los grupos organizados de vecinos que inscribieron candidatos, superan el 5% del Censo Electoral, o sí así lo decide la mayoría de sus miembros, convocará a elecciones, por el contrario si no se alcanza dicho porcentaje de participación ciudadana, y si no lo aprueba el concejo, es decir de forma subsidiaria, las listas de personas que fueron postuladas serán remitidas al Consejo Superior de la Judicatura para que este seleccione a los jueces de paz tomando en consideración el mayor número de personas que lo postularon y el desempeño que obtenga en el concurso que se imparta.
Igualmente, se garantiza la elección de los jueces de paz, pues en caso de que la autoridad municipal se niegue definitivamente, el Consejo Superior de la Judicatura deberá implementar la figura.
Respecto del periodo y las condiciones de implementación, esta ponencia aclara que tal como se establece en la redacción del artículo, no se está condicionando la implementación de la justicia de paz a que se encuentre prevista por el plan de desarrollo, por el contrario se trata es de permitir que la entidad territorial de que se trate, si lo desea, pueda invertir recursos en ella. Es oportuno, aquí reconsiderar la posibilidad de que el juez de paz sea reelegible indefinidamente, en este sentido, al ponderar: primero, que la prestación del servicio es gratuito; segundo la posible reelección en el cargo depende del buen desempeño de la función; y tercero, que lo ideal es que la persona sea un pater familias moderno, debe flexibilizarse la posición expuesta en la primera ponencia, y permitirse que como hoy, el juez de paz pueda permanecer en el cargo.

Se dispone igualmente la obligatoriedad de llevar el registro permanente de los jueces de paz y la de carnetizarlos.

Se dispone igualmente que el periodo de los jueces de paz se prolongará, hasta que se designe efectivamente a quien ha de remplazarlo en el cargo. 

Atendiendo lo expuesto por Carlos Enrique Fajardo, Juez de paz de Pereira, se establece un artículo nuevo que señala expresamente, que para ser juez de paz, las únicas inhabilidades e incompatibilidades son las previstas por la constitución y esta ley.
De conformidad con los comentarios realizados por el H Senador Luis Fernando Velazco, y la jueza de paz María Fernanda Martínez, el artículo 19 del proyecto se complementa con un literal h) que establece como causal “realizar actividades de proselitismo político o armado”
Se modifica el artículo 20 del proyecto remitiendo a los impedimentos previstos para todo juez y adicionando el estado de subordinación por parte del juez de paz, pues como particular que es, no está inhabilitado para ejercer otras actividades laborales.

En el artículo 22 se aclara el procedimiento de recusación e impedimentos.

En remplazo de la remuneración, en el artículo 23 se precisan algunos incentivos para el juez de paz, incluyendo el deber de crear un programa similar al de la medalla “José Ignacio de Márquez al mérito judicial” previsto para el resto de los jueces del país.
Siendo que de conformidad con la Ley 1394 de 2010 se dispuso la creación del Arancel Judicial y que en dicha normatividad se previó que el 10% de esos recursos pertenecerían con exclusividad a la jurisdicción indígena, los ponentes consideran que debe aplicarse una regla similar para la jurisdicción de paz, pues de conformidad con la Constitución Política ambas son jurisdicciones constitucionales especiales.

Debido a los problemas que se presentan con la notificación de las capacitaciones, se dispone en el artículo 25 la obligación de informarlo con 10 días de anticipación.

El artículo 26 del procedimiento se ajusta al contenido procesal del proyecto.

Respecto del artículo 27 de la ponencia para primer debate sobre solicitud, los ponentes han entendido que el permitir que cualquiera de las partes ponga en conocimiento del juez de paz los hechos de que se trate, y que a su turno, el juez pueda extender una invitación en la cual exprese los beneficios de acudir a sus buenos oficios, advirtiendo que el no acudir a la invitación no genera sanción alguna, resulta ser un impulso pertinente para la figura de los jueces de paz, por lo tanto el artículo se modifica en ese sentido.
Retomando las exposiciones que sobre el tema de la conciliación fueron presentadas, la ponencia modifica el artículo 28, con el fin de darle mayor dinámica a dicho mecanismos de solución de conflictos.

La ponencia para segundo debate, modifica la referencia a sentencias de equidad, para mantener la esencia constitucional que las califica como fallos en equidad; retoma nociones del derecho procesal civil aplicables y útiles para la justicia de paz como los de la capacidad de solicitar la aclaración, adición y corrección de errores y de la ejecutoria del fallo. 
Tomando en consideración los avances tecnológicos, y la incapacidad estructural de la jurisdicción de paz, para mantener en las debidas condiciones el archivo público de actas y sentencias proferidas, se establece en el artículo 37 que estas actuaciones serán remitidas al consejo superior de la judicatura, o a la persona que esta autoridad determine, con el fin de que sean almacenadas y publicadas en el espacio web de la justicia de paz, así como un término prudencial de 6 seis meses por el cual el juez debe guardar en físico la información.
El proyecto que tienen a su consideración presenta lo que creemos significará un gran avance en el conocimiento y futuro desarrollo de la figura del juez de paz, pues se crea en el artículo 38 el Espacio WEB de la justicia de paz, con un doble propósito, el sitio debe permitir encontrar la ubicación de los jueces de paz, y que se permita tener acceso a las actuaciones digitalizadas, de manera que se contribuya en mayor medida a identificar de forma más fácil la justicia comunitaria, y permita además ser una especie de que le permita a los jueces visualizar su competencia con claridad.
La ponencia en consideración, tomando en cuenta las distintas interpretaciones que se han expuesto sobre la conveniencia de que los jueces de paz sean juzgados disciplinariamente de conformidad con los lineamientos de la Ley 734 de 2002, considera que tal disposición resulta conveniente, ya que se amplían los tipos de sanción aplicables, es decir, como lo espera el juez de paz, se le juzgará de conformidad con su conducta, leve, grave y gravísima. Así mismo, y a diferencia de lo que ocurre hoy en día, las posibles sanciones que hoy aplica el Consejo Superior de la Judicatura, cambian de naturaleza y pasan a ser sanciones administrativas que pueden ser demandadas ante el Consejo de Estado.  
Siendo que este Congreso ordenó desde el 2006 que la justicia de paz fuera estudiada en las instituciones educativas se dispone un artículo nuevo, que permitirá que el Consejo Superior de la Judicatura junto con el Ministerio de la Educación vigilen el cumplimiento de esa normatividad.  

En ese mismo sentido, siendo que los jueces de paz son electos por regla general democráticamente, se traen aquí disposiciones vigentes para las jornadas electorales, como la de la difusión gratuita en radio y televisión.

Por último en un artículo nuevo se crea el día del juez de paz, como reconocimiento a la labor que hasta hoy han desarrollado, y como medio de culturización ciudadana.

PROPOSICIÓN:

Con fundamento en las anteriores consideraciones, solicitamos a los miembros de la plenaria del Senado, dar segundo debate al Proyecto de Ley 248 de 2011 Senado “POR LA CUAL SE EXPIDE EL RÉGIMEN PARA LOS JUECES DE PAZ”, junto con el pliego de modificaciones propuesto.
Cordialmente,
CARLOS ENRIQUE SOTO JARAMILLO

Senador, Coordinador de Ponentes

ROBERTO GERLEÍN ECHEVERRÍA

Senador, Ponente.

LUIS FERNANDO VELASCO CHÁVEZ

Senador, Ponente.

JORGE EDUARDO LONDOÑO ULLOA

Senador, Ponente. 
HEMEL HURTADO ANGULO

Senador, Ponente. 
PARMENIO CUELLAR BASTIDAS

Senador, Ponente.
TEXTO PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY 248 DE 2011 SENADO, “POR LA CUAL SE EXPIDE EL RÉGIMEN PARA LOS JUECES DE PAZ”

El Congreso de Colombia

DECRETA:

TÍTULO I

PRINCIPIOS DE LA JUSTICIA DE PAZ

Artículo 1°. Objeto. La jurisdicción de paz busca lograr la solución integral y pacífica de los conflictos comunitarios o particulares que voluntariamente se sometan a su conocimiento.

Artículo 2°. Equidad. Las decisiones que profieran los Jueces de Paz deberán ser en equidad, conforme a los criterios de justicia propios de la respectiva comunidad.

Artículo 3°. Finalidad. La administración de justicia de paz debe cumplir con la finalidad de promover la convivencia pacífica en las comunidades de todo el territorio nacional.

Artículo 4°. Oralidad. Todas las actuaciones que se realicen ante la jurisdicción de paz serán orales, salvo las excepciones señaladas en la presente ley.

Artículo 5º. Autonomía e independencia. La justicia de paz es independiente y autónoma con el único límite de la Constitución Política. Ningún servidor público podrá insinuar, exigir, determinar o aconsejar a un Juez de Paz las decisiones o criterios que deba adoptar en sus intervenciones, so pena de incurrir en mala conducta, sancionable disciplinariamente

Parágrafo. No obstante lo anterior, el Juez de Paz podrá solicitarle a cualquier autoridad pública, concepto no vinculante sobre el tema que se trate, y en este caso, el servidor público, no quedara incurso en la mencionada causal de mala conducta.

Artículo 6°. Gratuidad y Gastos del Proceso. La justicia de paz será gratuita, sin perjuicio de lo dispuesto para gastos o expensas procesales. 

Las partes deberán asumir los gastos ocasionados en el proceso, tales como citaciones o notificaciones, fotocopias, envío de documentos y gastos de desplazamiento, de forma que:

a- Cada parte pague los gastos que se generan en la práctica de diligencias y pruebas que haya solicitado.

b- Las partes cubran de manera conjunta el pago de las que sean comunes o decretadas de oficio por solicitud del juez. 

c- Cuando se practique una diligencia fuera del sitio donde atiende de manera habitual el Juez de Paz, las partes deberán pagar los gastos de transporte, alimentación, alojamiento y los demás que se generen en ella.
d- Cuando por culpa de las partes no se pueda practicar una diligencia, los gastos que se hubieren causado quedarán a su cargo, y se liquidarán al momento del fallo.

e- Cuando alguna de las partes no asuma los dineros que le corresponde, por concepto de diligencias o pruebas practicadas, la otra parte podrá hacer ese pago, y pedirle al Juez de Paz que ordene el correspondiente reembolso en el fallo. 

f- Cuando sean ambas partes las que no asumen los gastos ocasionados en el proceso, el Juez de Paz podrá dar por terminado el proceso.

Parágrafo Primero. En la jurisdicción de paz no habrá lugar al cobro de arancel judicial alguno.
Parágrafo Segundo. El Consejo Superior de la Judicatura señalará el valor de las expensas y gastos procesales teniendo en cuenta la finalidad de la justicia de paz, el hecho de que la designación de Juez de Paz constituye un especial reconocimiento al ciudadano de connotadas calidades, vocación de servicio y espíritu cívico.

Parágrafo Tercero. Antes de que se realicen los gastos originados por decreto oficioso del juez o los previstos por el literal c, se informara a las partes el valor, para que estas decidan si están dispuestas a asumirlas. 
Artículo 7º. Prohibiciones al juez, las partes y terceros.  El Juez de Paz no podrá recibir dinero ni recompensa alguna por parte de los contendientes en el proceso judicial, o de terceros que tengan interés en el mismo, salvo lo previsto en el artículo anterior respecto de los gastos y expensas procesales.
La parte o el tercero que tenga interés en el proceso no podrá ofrecer dinero, recompensa o dádivas al Juez de Paz, so pena de incurrir en las conductas punibles a que haya lugar.
Artículo 8°. Garantía de los derechos. Es obligación de los Jueces de Paz respetar y garantizar los derechos de quienes intervienen en el proceso y de todos aquellos que se afecten con él.
TÍTULO II

JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA  DE LA JUSTICIA DE PAZ

Artículo 9º. Distribución geográfica. El Consejo Superior de la Judicatura, con la colaboración del Ministerio de Justicia y del Derecho, determinará el número de Jueces de Paz, tomando en cuenta que debe existir por lo menos un Juez de Paz por municipio o distrito.

Dentro de los 15 días siguientes al momento en que se establezca el número de jueces de paz, por conducto de la alcaldía se informara a cada uno de los municipios y distritos, cuantos deben existir en su territorio.

Parágrafo. Cuando se modifique la división territorial, o las circunstancias lo ameriten, la distribución geográfica podrá ser revisada con el fin de mantener el número mínimo de jueces de paz necesarios.
Artículo 10. Competencia. Los Jueces de Paz asumirán la competencia y darán inicio a la actuación respecto de los conflictos que las personas o la comunidad, en forma expresa, voluntaria y de común acuerdo, sometan a su conocimiento.

Para dicho efecto, conocerán de los conflictos que versen sobre asuntos susceptibles de transacción, conciliación o desistimiento, siempre que no superen la cuantía de cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes y no estén sujetos a solemnidades de acuerdo con la ley.
Los Jueces de Paz no tendrán competencia para conocer de las acciones constitucionales y contencioso administrativas, así como de las acciones civiles que versen sobre la capacidad y el estado civil de las personas, salvo el reconocimiento voluntario de hijos extramatrimoniales.

Tampoco tendrán competencia para adelantar procesos cuya decisión surta efectos erga omnes.
Artículo 11. Competencia territorial. Será competente para conocer de los conflictos sometidos a su consideración, el Juez de Paz escogidos por las partes y que corresponda al lugar de residencia de alguna de ellas o del lugar donde ocurran los hechos.
TÍTULO III

NATURALEZA, REQUISITOS, ELECCIÓN Y PERÍODO DE LOS JUECES DE PAZ

Artículo 12. Naturaleza y requisitos. Los Jueces de Paz son particulares que administran justicia en equidad, de acuerdo con lo establecido por la Constitución y la presente ley. 

Para ser Juez de Paz se requerirá cumplir con los siguientes requisitos:
a- Tener la edad mínima de veinticinco (25) años.

b- Ser ciudadano en ejercicio, estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos.

c- Haber residido en la comunidad respectiva por lo menos un (1) año antes de su postulación al cargo.

Parágrafo. Las personas que se hayan desempeñado como Jueces de Paz o Reconsideración, con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, podrán postularse con los requisitos que se les venían exigiendo.

Artículo 13. Elección democrática.  Establecido el número de jueces que deben existir en cada una de los municipios y distritos del país, el Alcalde tendrá 15 días para solicitarle al Concejo Municipal o Distrital que mediante Acuerdo fijé un término de seis (6) meses para que se postule a los candidatos.

Los candidatos serán postulados por las organizaciones cívicas o comunitarias y los grupos organizados de vecinos ante el Concejo Municipal o Distrital.

El Concejo Municipal o Distrital, recopilara la información, y sí las organizaciones cívicas o comunitarias y los grupos organizados de vecinos que postularon a los candidatos para Juez de Paz superan el cinco (5%) del Censo Electoral de su respectiva circunscripción, o sí lo aprueba la mayoría de sus miembros, convocará elecciones.

La elección se realizará conforme a la reglamentación que expida el Concejo Nacional Electoral y los resultados serán remitidos al Consejo Superior de la Judicatura.

Parágrafo 1. Las elecciones populares de jueces de paz, no podrán coincidir con otro proceso electoral o de elección popular que se celebre dentro del municipio.

Parágrafo 2. Ocho (8) meses antes de la culminación del período previsto para los jueces de paz, el Concejo iniciará los trámites necesarios para que se vuelvan a inscribir y dado el caso a elegir jueces de paz.

Artículo 14. Elección por curso concurso. Si después de transcurridos los seis (6) meses para postular candidatos a ocupar el cargo de Juez de Paz, no fuera posible convocar a elecciones, el Concejo Municipal o Distrital remitirá el listado de personas postuladas a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.

El Consejo Superior de la Judicatura, dentro de los 6 meses siguientes a la recepción de las listas, estudiará las hojas de vida de los candidatos postulados, para efectos de excluir a las personas que se encuentran inhabilitadas para ejercer el cargo, acto seguido realizará el curso de formación de los jueces de paz y elegirá tantas personas como cargos deban adjudicarse, tomando como criterio de ingreso el mayor número de personas que postularon al candidato y el resultado obtenido en la formación.

Este proceso de selección deberá ser acompañado por el Ministerio de Justicia y del Derecho, sin embargo, esta entidad podrá delegar esa función en las administraciones, distritales y municipales.

Parágrafo Primero. Facúltese al Consejo Superior de la Judicatura para que reglamente el curso concurso de que trata el presente artículo.

Parágrafo Segundo. Cuando no se dé inicio al mencionado proceso de elección, o si dando inicio este no finaliza con la efectiva elección de los jueces de paz, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, permitirá que las organizaciones cívicas o comunitarias y los grupos organizados de vecinos postulen los candidatos para el cargo siempre que no hayan inscritos, y realizará el curso concurso de méritos de que trata este artículo.
Artículo 15. Posesión y ejercicio del cargo. Los Jueces de Paz que salgan elegidos democráticamente, o que superen el curso concurso, tomarán posesión ante el Alcalde Municipal o Distrital del lugar o ante el Consejo Seccional de la Judicatura del respectivo Distrito Judicial al que pertenezca el Municipio o Distrito. 

No obstante, cuando se trate de una elección democrática deberá aprobar la formación inicial que le imparta la Entidad educativa que disponga el Consejo Superior de la Judicatura antes de que pueda ejercer las funciones del cargo.

Parágrafo Primero. El Consejo Superior de la Judicatura, velará por que las capacitaciones se realicen en el Distrito Judicial al que pertenece el Municipio o Distrito del Juez de Paz.

Parágrafo Segundo. En el evento que el Juez de Paz se posesione ante el Alcalde Municipal o Distrital del lugar, dicha autoridad deberá remitir copia del acto de posesión, dentro de los tres (3) días siguientes, al Consejo Superior de la Judicatura para lo de su competencia.

Parágrafo Tercero. El curso de formación inicial previsto en este artículo, no será necesario, cuando se trate de Jueces de Paz que han  sido reelegidos y ejercieron efectivamente la función.
Parágrafo Cuarto. El Consejo Superior de la Judicatura llevará un registro de Jueces de Paz, y procederá a entregarles de manera gratuita el documento que los identifique como Jueces de la República, dentro de los tres meses siguientes a su posesión.

Artículo 16. Periodo y Condiciones de implementación.  Los Jueces de Paz tendrán un período de cinco (5) años, y serán reelegibles. 

Una vez posesionados los jueces de paz, se podrá contemplar en el plan de desarrollo de la entidad territorial, los recursos que se destinarán para el correcto funcionamiento de esta jurisdicción.

Las autoridades municipales y distritales deben adecuar espacios físicos dignos donde los Jueces de Paz puedan ejercer a cabalidad sus funciones, para dichos efectos se tendrán en cuenta las Casas de Justicia, los centros de convivencia ciudadana, los salones comunales y cualquier espacio público que cuente con las condiciones para desempeñar las funciones.

Parágrafo Primero. Los Jueces de Paz que actúen en espacios institucionales o de entidades públicas, deberán cumplir con las reglas y parámetros propios de la institución que se trate. 

Parágrafo Segundo. El periodo de los jueces de paz se prolongará, hasta que se designe efectivamente a quien ha de remplazarlo en el cargo. 
Artículo 17. Vacancia del cargo de Juez de Paz. Cuando se presente la vacancia de un Juez de Paz, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, determinará la forma de elección por la cual obtuvo la posesión del cargo, y siguiendo esa forma, designará a quien le siguió en número de votos, o a quien le sigue en la lista de elegibles.

TÍTULO IV

INHABILIDADES, IMPEDIMENTOS  E INCOMPATIBILIDADES

Artículo 18. Inhabilidades. No podrá postularse ni ser elegido como Juez de Paz, la persona que se encuentre incursa en una cualquiera de las siguientes situaciones.

a) Haber sido condenado a una pena privativa de la libertad, excepto cuando se trate de delitos políticos o culposos.
La inhabilidad generada se contará con posterioridad al pago de la condena y durará un tiempo igual al señalado para la pena, siempre que la pena impuesta no supere los cuatro años.

b) Hallarse bajo interdicción judicial.

c) Padecer afección física o mental o trastorno grave de conducta, que impidan o comprometan la capacidad necesaria para el debido desempeño del cargo.

d) Hallarse bajo medida aseguramiento que implique privación de libertad provisional.

e) Haber sido dictada en su contra resolución acusatoria por cualquier delito que atente contra la administración pública o de justicia.

f) Hallarse suspendido o excluido del ejercicio de cualquier profesión. En este último caso mientras se obtiene la rehabilitación.

g) Haber perdido con anterioridad el cargo de Juez de Paz.

h) realizar actividades de proselitismo político o armado.
Artículo 19. Impedimentos. Los Jueces de Paz están impedidos y podrán ser recusados en las mismas oportunidades y por las mismas causales señaladas para los jueces en el Código de Procedimiento Civil.
También habrá impedimento cuando exista subordinación con cualquiera de las partes o su representante o apoderado.

Artículo 20. Incompatibilidades. Igual al artículo 21 de la ponencia para primer debate.
Artículo  21. Trámite para impedimentos y recusaciones. En caso de que se presente alguno de los eventos señalados como causal de impedimento, el Juez de Paz deberá informarlo a las partes dando por terminada su actuación, declarando por escrito los motivos en que basa su impedimento.

Si con anterioridad a la realización de la audiencia de conciliación o durante el desarrollo del proceso, cualquiera de las partes advierte la concurrencia de alguna de las causales de impedimento, podrá recusar al Juez de Paz, ante el juez municipal del lugar en donde se adelante el proceso.
Cualquier conflicto que pueda surgir acerca del trámite para los impedimentos y recusaciones de los Jueces de Paz, deberá ser resuelto por la sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura que tenga jurisdicción sobre el Municipio o Distrito donde se esté llevando el correspondiente proceso. En este caso, el proceso ante el Juez de Paz, será suspendido mientras se resuelve este conflicto por parte de la autoridad competente.

Declarado el impedimento, o en caso de prosperar la recusación, la actuación será remitida de inmediato al Juez de Paz que acuerden las partes, de conformidad con el artículo 11 de esta ley. En caso de que no hubiese más Jueces de Paz en dicho municipio, se remitirá el proceso al juez civil que resultare competente, quien igualmente estará facultado para fallar en equidad.

TÍTULO V

REMUNERACIÓN, FINANCIACIÓN  Y CAPACITACIÓN

Artículo 22. Remuneración. Los Jueces de Paz no tendrán remuneración. 

El Gobierno Nacional, el Consejo Superior de la Judicatura, y las administraciones departamentales, distritales y municipales deberán crear programas de estímulos, en salud, transporte, educación y recreación, entre otros, para incentivar el buen ejercicio de la actividad de los jueces de paz.

Así mismo, quien se desempeñe como juez de paz tiene derecho a los siguientes estímulos: 

a. Preferencia en caso de igualdad de puntaje en la lista de elegibles para un empleo de carrera del Estado, incluso frente a los votantes. 

b. Preferencia, en la adjudicación de becas educativas, de predios rurales y de subsidios de vivienda que ofrezca el Estado, en caso de igualdad de condiciones estrictamente establecidas en concurso abierto, incluso frente a los votantes. 

c. Obtener para sí, y para sus hijos, un descuento del 10% del costo de la matrícula en las instituciones oficiales de educación. 

d. Beneficiarse de la póliza de vida Grupo Ley 16 de 1988 contratada por el Consejo Superior de la Judicatura.

e. Recibir la protección y seguridad de los funcionarios de la rama judicial.

Parágrafo Primero. Fuera de lo previsto por el inciso primero, el Consejo Superior de la Judicatura deberá implementar para los jueces de paz un programa similar al de la medalla “José Ignacio de Márquez al mérito judicial”. 

Parágrafo Segundo. Todo incentivo que se cree será publicado en el espacio web de la Justicia de Paz. Para tales efectos, la autoridad que lo cree debe remitirlo dentro de los cinco (5) días siguientes al Consejo Superior de la Judicatura.

Artículo 23. Financiación y seguimiento. El Consejo Superior de la Judicatura, para atender la financiación de la Justicia de Paz de forma que se garantice la dotación y el funcionamiento de  la justicia de paz, destinará un determinado porcentaje del presupuesto general de la Rama Judicial, en todo caso no podrá ser menor al quince por ciento (15%) de los recursos recaudados por concepto de arancel judicial.

Parágrafo. El Consejo Superior de la Judicatura deberá implementar un programa de seguimiento, mejoramiento y control de la justicia de paz, para dichos efectos podrá delegar en cualquier funcionario de la Rama Judicial la función de seguimiento y acompañamiento al Juez de Paz.
El seguimiento hará especial énfasis en las necesidades que de acuerdo con su ubicación precisen los jueces de paz, así como en brindarle apoyo y ofrecerle herramientas que permitan mejorar el servicio a la comunidad. 

Artículo 24. Capacitación. Los Jueces de Paz recibirán capacitación en la Entidad educativa que disponga el Consejo Superior de la Judicatura para esos efectos, por lo menos cada 6 meses. Para el efecto se les deberá notificar el día, la hora y el lugar con 10 días de anticipación en el sitio de su residencia mediante correo certificado.
Las capacitaciones podrán realizarse de manera virtual en los municipios en los cuales se disponga de los medios tecnológicos requeridos.

Parágrafo. El Consejo Superior de la Judicatura, velará por que las capacitaciones se realicen en el Distrito Judicial al que pertenece el Municipio o Distrito del Juez de Paz.

TÍTULO VI

PROCEDIMIENTO

Artículo 25. Procedimiento. El procedimiento para la solución de las controversias y conflictos que se sometan a la consideración de los Jueces de Paz estarán sujetas al mínimo de formalidades previstas en este Título.
Las etapas del procedimiento ante el juez de paz son las siguientes:

a. Fijación y determinación del Conflicto.

b. Conciliación
c. Pruebas

d. Fallo
En cualquier momento se podrá realizar el impedimento o la recusación.
Artículo 26. Solicitud. Las partes podrán conjunta o individualmente solicitar al Juez de Paz, de manera oral o escrita, su intervención para lograr la solución de un conflicto, siempre y cuando el asunto sea del ámbito de su competencia.

Cuando la solicitud sea presentada por una sola de las partes, el juez podrá extender una invitación en la cual le exprese a la contraparte del petente, los beneficios de acudir a sus buenos oficios, advirtiendo de forma expresa que el no acudir a la invitación no genera sanción alguna, y que se encuentra en todo su derecho de concurrir o no.

Cuando se logre el acuerdo entre las partes sobre tramitar el asunto en la justicia de paz, el Juez de Paz levantará por escrito un acta que estás firmarán. Este documento deberá contener además, la identidad de las partes, su domicilio, la descripción de los hechos y la controversia, así como el lugar, fecha y hora que se determine para la audiencia de conciliación.

El Juez de Paz convocará por escrito o por un medio idóneo y eficaz, a la dirección suministrada por las partes solicitantes, a todas las personas con quienes se pretende la solución del conflicto y a aquellas que se pudieren afectar directamente con el acuerdo que se realice o con la decisión que se adopte, con el fin de enterarlos de los hechos y pretensiones de la controversia, para que manifiesten de manera expresa, si están o no de acuerdo con el trámite.

Parágrafo. Todas las actuaciones realizadas por el Juez de Paz quedarán asentadas en un acta que deberá llevar la firma de las partes, sin embargo, en ausencia de estas, podrá ser suscrita por dos testigos que hayan presenciado el hecho de que se trate.

Artículo  27. Convocatoria a la Audiencia de Conciliación. El Juez de Paz citará a las partes, por escrito o por un medio idóneo para que acudan a la diligencia de conciliación en la fecha y hora que éste haya fijado, de lo cual dejará constancia escrita.

Con todo, si la(s) parte(s) no asiste(n) el juez, podrá citar a una nueva audiencia, caso en el cual fijará fecha y hora para que la misma se realice dentro de los quince (15) días siguientes; surtida la segunda audiencia, el Juez de Paz ordenará la continuación del trámite siempre que alguna de las partes haya concurrido. 
Cuando ninguna de las partes asista, el juez les dará cinco (5) días para que alguna insista en continuar las diligencias, sí vencido este término no hay manifestación alguna, se decretará la terminación del proceso.

Parágrafo. No obstante lo dispuesto en este artículo, siempre que ambas partes lo soliciten por escrito, el juez podrá intentar por una última vez conciliar el asunto dentro de los quince (15) días siguientes.
Artículo 28. Conciliación. Igual al artículo 29 de la ponencia para primer debate.
Artículo 29. Deberes del juez durante la conciliación. Son deberes del Juez de Paz:

a. Facilitar y promover el acuerdo sobre las fórmulas que para la solución de los conflictos propongan las partes.

b. Proponer fórmulas de acuerdo sin que ello implique prejuzgamiento.

Artículo 30. Acta de conciliación. De la(s) audiencia(s) de conciliación se dejará constancia escrita por el juez, si en ellas se llega a algún acuerdo por parte de los interesados, el acta será suscrita por las partes y por el juez, se entregará una copia a cada una de las partes.

El acta de Conciliación hará tránsito a cosa juzgada y prestará mérito ejecutivo en lo que haya sido objeto de conciliación.

Si las partes no logran conciliar sus diferencias o quedan puntos pendientes de ser resueltos por mutuo acuerdo de las partes, el Juez de Paz deberá seguir con el trámite del proceso.

Parágrafo. El acta de la audiencia de conciliación en la que conste el acuerdo a que hubieren llegado las partes tendrá los mismos efectos que las sentencias proferidas por los jueces ordinarios.

Artículo  31. Pruebas. Igual al artículo 32 de la ponencia para primer debate.
Artículo 32. Del fallo y su ejecución. En caso de fracasar la etapa conciliatoria, o de llegarse sólo a una conciliación parcial, el Juez de Paz así lo declarará y, dentro de los diez (10) días siguientes, proferirá el fallo en equidad, de acuerdo con la evaluación de las pruebas allegadas, decretadas y practicadas. La decisión se comunicará a las partes por escrito o por el medio que se estime más adecuado. El fallo en equidad deberá constar por escrito y producirá los mismos efectos que las sentencias proferidas por los jueces ordinarios.

A elección de quien fue favorecido en el fallo, el cumplimiento y ejecución, podrá adelantarse ante el Juez de Paz o, a prevención, ante el juez que sea competente de conformidad con las reglas previstas en el Código de Procedimiento Civil.

Parágrafo. Los jueces de paz podrán comisionar a las autoridades judiciales y de policía con el fin de que se cumplan la decisión que ha sido tomada. 
Artículo 33. (nuevo). Aclaración, adición y corrección de errores. Contra el fallo del Juez de Paz, procede la aclaración, adición y corrección de errores, según las reglas del Código de Procedimiento Civil. 
Artículo 34. (nuevo). Ejecutoria. El fallo quedará ejecutoriado dentro de los 3 días siguientes a su notificación.
En caso de que se halla pedido aclaración o complementación de la sentencia ésta quedará ejecutoriada una vez en firme la providencia que resuelva la aclaración o complementación. 

Artículo 35. Traslado de competencia. Cuando se esté adelantando un proceso ante la jurisdicción ordinaria,  y el asunto pueda ser conocido por el Juez de Paz, las partes, de común acuerdo, podrán solicitar por escrito al Juez de conocimiento, que traslade su competencia al Juez de Paz que seleccionen, de conformidad con el artículo 11 de esta ley, siempre que no se hubiere proferido fallo.

Artículo 36. Archivo y remisión de información. El Juez de Paz deberá, al finalizar sus actuaciones, como una obligación inherente a sus funciones, digitalizar copia de las actas, conciliaciones y fallos que profiera.

Estas actuaciones serán remitidas al Consejo Superior de la Judicatura, o a la persona que esta autoridad determine, con el fin de que sean almacenadas y publicadas en el espacio web de la justicia de paz.

El archivo físico de los procesos terminados por el Juez de Paz durante su ejercicio, deberá ser custodiado por el juez durante el término de 6 meses, para que durante dicho término el consejo superior de la judicatura pueda determinar la veracidad de lo actuado, finalizado ese periodo podrá hacer buen uso del material.
Parágrafo. La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, deberá reglamentar todo lo atinente al archivo y remisión de información relacionada con la Justicia de Paz, en los términos señalados en este artículo.

Artículo 37 (nuevo). Espacio web de la Justicia de Paz. Créase el espacio web de la justicia de paz en el portal de la Rama Judicial, con el fin de que reuna las siguientes características y permita:

a) ubicar el sitio en el que funcionan los distintos jueces de paz.

b) consultar las actuaciones digitalizadas por los jueces de paz.

c) consultar las diferentes actuaciones que se pueden resolver por los jueces de paz.

d) mantener actualizada la doctrina pública y/o gratuita que sobre la justicia de paz se cree.

e) mantener actualizada la reglamentación que se expida para el adecuado funcionamiento de la figura.

f) publicar las distintas convocatorias que realicen los municipios y distritos para inscribir candidatos.

g) publicar las fechas que se hayan previsto para la elección de jueces de paz.

TÍTULO VII

CONTROL DISCIPLINARIO

Artículo 38. Control disciplinario. Igual al artículo 37 de la ponencia para primer debate.
TÍTULO VIII

FALTAS ABSOLUTAS Y TEMPORALES

Artículo 39. Faltas absolutas y temporales. Son causales de falta absoluta el fallecimiento, la renuncia, la enfermedad grave, la incapacidad física inhabilitante o mental permanente, o superior a un año, que le impida el ejercicio del cargo, el traslado definitivo de domicilio fuera de la jurisdicción para la cual fue elegido, la condena penal por sentencia judicial ejecutoriada, y la destitución del cargo.

Son causales de falta temporal, aquellas circunstancias accidentales u ordinarias que separen al Juez de Paz por un lapso que no superior a un (1) año. 

Cuando una controversia haya sido asumida por un Juez de Paz, y frente a este se presente una falta absoluta las partes podrán acudir a otro Juez de Paz para que conozca de su caso. En caso de que no hubiese más Jueces de Paz en dicho municipio, se remitirá el proceso al juez civil que resultare competente, quien igualmente estará facultado para fallar en equidad.
TÍTULO IX

OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 40 (nuevo). El Consejo Superior de la Judicatura en coordinación con el Ministerio de Educación, realizará visitas aleatorias a las entidades educativas que en virtud de lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 115 de 1994, modificado por la ley 1029 de 2006, se encuentran en la obligación de impartir nociones básicas sobre la jurisdicción de paz.
Si tras la visita, se observa el incumplimiento de la obligación señalada, se fijará el término de hasta seis (6) meses para ajustar el pensum académico de manera que se de efectivo cumplimiento a la disposición señalada.

Si vencido el término dispuesto, la entidad educativa no se allana al acatamiento de la obligación, fuera de las facultades especiales previstas para otras autoridades, el Consejo Superior de la Judicatura podrá imponer una multa económica equivalente a diez (10) salarios mínimos mensuales vigentes. Los dineros que recaude por esta sanción serán destinados exclusivamente a mejorar la justicia de paz.
Parágrafo Primero. Una vez implementada la justicia de paz en el municipio o distrito de que se trate, las entidades oficiales de educación escolar del lugar, como parte del programa de educación que desarrollan, deberán organizar con los alumnos de onceavo grado (11º) cuando menos una visita a las Casas de Justicia, centros de convivencia ciudadana, salones comunales y/o  cualquier espacio público en el que los jueces de paz estén prestando el servicio.
Parágrafo Segundo. Las Alcaldías promoverán en sus respectivas circunscripciones programas de pedagogía para instruir, divulgar y capacitar a la comunidad sobre la justicia de paz con la colaboración del Consejo Superior de la Judicatura, a través de canales de comunicación comunitarios y en donde éstos no existan, por los medios más idóneos. Para tal efecto, las Alcaldías contarán con el acompañamiento y asistencia técnica del Ministerio de Justicia y del Derecho.

Artículo 41 (nuevo). Difusión gratuita en radio y televisión. Dentro de los dos meses anteriores a la fecha de toda votación y hasta cuarenta y ocho (48) horas antes de la misma, los municipios y distritos que van a realizar una elección democrática de jueces de paz, tendrán derecho a espacios gratuitos en los medios de comunicación social local que hacen uso del espectro electromagnético, para difundir la jornada de elección.
Artículo 42 (nuevo). Día del Juez de Paz. El día de publicación de la presente ley se denominará día del juez de paz.  En todo aniversario, con apoyo del Consejo Superior de la Judicatura y de los respectivos municipios y distritos, los jueces de paz se reunirán en los parques y plazas públicas para dar a conocer la justicia de paz, y para acercarla al ciudadano.
Artículo 43. Reglamentación. El Consejo Superior de la Judicatura, reglamentará lo atinente a la jurisdicción especial de paz de acuerdo con lo dispuesto en la presente ley, en un término no mayor a doce (12) meses contados a partir de su entrada en vigencia.

Artículo 44. Transitorio. Igual al artículo 40 de la ponencia para primer debate.
Artículo 45. Vigencia. Igual al artículo 41 de la ponencia para primer debate.
Atentamente.
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